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Publicado en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán el día 31 de agosto de 2026. 

 
Acuerdo Segey 27/2026 por el que se emiten los Lineamientos de prevención y actuación ante 
situaciones de violencia detectadas o cometidas en contra de niñas, niños y adolescentes en los 
planteles escolares de educación básica del estado de Yucatán  
 
Juan Enrique Balam Várguez, Secretario de Educación, con fundamento en los artículos 73 y 74, 
párrafo tercero, de la Ley General de Educación; 10 de la Ley de Educación del Estado de Yucatán; y 
27, fracciones IV y XVII, y 36, fracción III, del Código de la Administración Pública de Yucatán, y  
 

Considerando: 
 
Que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone en su artículo 3o, párrafo 
cuarto, que la educación se basará en el respeto irrestricto de la dignidad de las personas, con un 
enfoque de derechos humanos y de igualdad sustantiva. Tenderá a desarrollar armónicamente 
todas las facultades del ser humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la Patria, el respeto a todos 
los derechos, las libertades, la cultura de paz y la conciencia de la solidaridad internacional, en la 
independencia y en la justicia; promoverá la honestidad, los valores y la mejora continua del proceso 
de enseñanza aprendizaje.  
 
Que la Ley General de Educación señala, en su artículo 73, párrafo primero, que en la impartición 
de educación para menores de dieciocho años se tomarán medidas que aseguren al educando la 
protección y el cuidado necesarios para preservar su integridad física, psicológica y social sobre la 
base del respeto a su dignidad y derechos, y que la aplicación de la disciplina escolar sea compatible 
con su edad, de conformidad con los lineamientos que para tal efecto se establezcan.  
 
Que la referida ley dispone, en su artículo 74, que las autoridades educativas, en el ámbito de su 
competencia, promoverán la cultura de la paz y no violencia, para generar una convivencia 
democrática basada en el respeto a la dignidad de las personas y de los derechos humanos; así como 
también que realizarán acciones que favorezcan el sentido de comunidad y solidaridad, donde se 
involucren los educandos, los docentes, madres y padres de familia o tutores, así como el personal 
de apoyo y asistencia a la educación, y con funciones directivas o de supervisión para prevenir y 
atender la violencia que se ejerza en el entorno escolar, y que, para tal efecto, emitirán los 
protocolos o lineamientos de actuación que sean necesarios, entre otros, para la prevención y 
atención de la violencia que se genere en el entorno escolar, familiar o comunitario contra cualquier 
integrante de la comunidad educativa, para su detección oportuna y para la atención de accidentes 
que se presenten en el plantel educativo.  
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Que la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes determina, en su artículo 12, 
que es obligación de toda persona que tenga conocimiento de casos de niñas, niños y adolescentes 
que sufran o hayan sufrido, en cualquier forma, violación de sus derechos, hacerlo del conocimiento 
inmediato de las autoridades competentes, de manera que pueda seguirse la investigación 
correspondiente y, en su caso, instrumentar las medidas cautelares, de protección y de restitución 
integrales procedentes, en términos de las disposiciones aplicables.  
 
Que la Ley de Educación del Estado de Yucatán establece, en su artículo 8, párrafo tercero, que las 
autoridades educativas y escolares realizarán acciones tendientes a la prevención, combate y 
erradicación de la violencia en el entorno escolar, entendiéndose esto como todas aquellas acciones 
negativas o actos violentos de tipo físico, verbales, sexuales, patrimoniales, psicoemocionales o a 
través de los medios tecnológicos, sean o no, en respuesta a una acción predeterminada 
necesariamente, que ocurren de modo reiterativo prolongándose durante un período de tiempo y 
que tienen como intención causar daño por el deseo consciente de herir, amenazar o discriminar 
por parte de cualquier miembro de la comunidad escolar.  
 
Que el Plan Estatal de Desarrollo Renacimiento Maya 2024-2030, en la Directriz 2 “Bienestar Social 
para la Salud de Todas y Todos”, establece la vertiente 2.6 “Atención a grupos prioritarios”, cuyo 
objetivo estratégico 2.6.3 “Incrementar los mecanismos para asegurar la integridad física y bienestar 
social de las niñas y niños en todos los ámbitos de su vida”, contiene el objetivo específico 2.6.3.1 
“Implementar acciones de prevención y atención del abuso y violencia sexual hacia niñas y niños”, 
y la consecuente línea de acción 2.6.3.1.2. “Operar protocolos de actuación en escuelas y 
dependencias del Gobierno del Estado al identificar casos de abuso sexual en niñas, niños y 
adolescentes”.  
 
Que, en virtud de lo anterior, resulta necesario emitir los Lineamientos de prevención y actuación 
ante situaciones de violencia detectadas o cometidas en contra de niñas, niños y adolescentes en 
los planteles escolares de educación básica del estado de Yucatán, para que, desde una perspectiva 
de género y con base en los instrumentos internacionales y nacionales vigentes en materia de 
derechos humanos, se contribuya a la prevención, atención y sanción de estas conductas de 
violencia y, así, se garantice el acceso de las niñas, niños y adolescentes a una vida libre de violencia, 
por lo que he tenido a bien expedir el presente:  
 
Acuerdo Segey 27/2026 por el que se emiten los Lineamientos de prevención y actuación ante 
situaciones de violencia detectadas o cometidas en contra de niñas, niños y adolescentes en los 
planteles escolares de educación básica del estado de Yucatán  
 
Artículo único. Se emite, como anexo único, los Lineamientos de prevención y actuación ante 
situaciones de violencia detectadas o cometidas en contra de niñas, niños y adolescentes en los 
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planteles escolares de educación básica del estado de Yucatán, contenido en el anexo único de este 
acuerdo.  
 

Artículos transitorios 
 
Primero. Entrada en vigor  
 
Este acuerdo entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial del Gobierno 
del Estado de Yucatán.  
 
Segundo. Abrogación  
 
A partir de la entrada en vigor de este acuerdo, se abroga el Acuerdo Segey 6/2020 por el que se 
expide el Protocolo de actuación ante situaciones de violencia detectadas o cometidas en contra de 
niñas, niños y adolescentes en los planteles escolares de educación básica del estado de Yucatán, 
publicado en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán el 30 de octubre de 2020.  
 
Tercero. Protocolos activados en trámite  
 
Los protocolos activados y asuntos que, a la entrada en vigor de este acuerdo, en su caso, se 
encontrasen en trámite conforme al Acuerdo Segey 6/2020 por el que se expide el Protocolo de 
actuación ante situaciones de violencia detectadas o cometidas en contra de niñas, niños y 
adolescentes en los planteles escolares de educación básica del estado de Yucatán, se substanciarán 
y resolverán hasta su total conclusión, de conformidad con las disposiciones aplicables de dicho 
protocolo.  
 
Se expide este acuerdo en la sede de la Secretaría de Educación, en Mérida, Yucatán, a 24 de agosto 
de 2026.  
 

( RÚBRICA ) 
 

Dr. Juan Enrique Balam Várguez 
Secretario de Educación 
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Anexo único. Lineamientos de prevención y actuación ante situaciones de violencia detectadas o 
cometidas en contra de niñas, niños y adolescentes en los planteles escolares de educación básica 
del estado de Yucatán. 
 
 
 
 
 

 
LINEAMIENTOS DE PREVENCIÓN Y 
ACTUACIÓN ANTE SITUACIONES DE 
VIOLENCIA DETECTADAS O 
COMETIDAS EN CONTRA DE NIÑAS, 
NIÑOS Y ADOLESCENTES EN LOS 
PLANTELES ESCOLARES DE 
EDUCACIÓN BÁSICA DEL ESTADO 
DE YUCATÁN 
 
 



 
 
  
 
 
 
 
 

 
Rectoría 

Oficina de la Abogacía General 
Jefatura de Asuntos Constitucionales y Normativa Universitaria 

 
231 

 

Los presentes lineamientos fueron desarrollados por la Secretaría de Educación del Gobierno del 
Estado de Yucatán, enriquecido con las aportaciones de la Fiscalía General del Estado de Yucatán, 
la Procuraduría de Protección de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de 
Yucatán, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, la Comisión Ejecutiva Estatal 
de Atención a Víctimas, la Unidad de Clínica e Investigación Victimológica de la Facultad de 
Psicología de la Universidad Autónoma de Yucatán y la Secretaría de las Mujeres; así como bajo 
observancia a los acuerdos 17/05/25 y 25/09/25 “Lineamientos para la prevención primaria, 
atención (detección, intervención, notificación, canalización y seguimiento) y medidas de no 
repetición (prevención secundaria) para la erradicación de la Violencia Sexual en Educación 
Básica” y “Lineamientos para la Prevención primaria, Atención (detección, notificación, 
intervención y seguimiento) y Medidas de no repetición (Prevención secundaria) para la 
erradicación del Maltrato en Educación Básica”.  
 
 

Agosto, 2026 
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Antecedentes La Secretaría de Educación del Gobierno del Estado de Yucatán ha desarrollado, desde 
el año 2008, diversas estrategias orientadas a la detección, atención temprana y canalización de 
situaciones de maltrato y violencia en contra de niñas, niños y adolescentes. Estos esfuerzos han 
sido fortalecidos a partir de la promulgación de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes1, lo que ha impulsado una mayor sensibilización y formación de la comunidad 
educativa sobre la importancia de prevenir, identificar y denunciar cualquier forma de violencia que 
atente contra la dignidad, integridad y bienestar de niñas, niños y adolescentes.  
 
Desde esta perspectiva, la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes no es solo una 
obligación legal, sino también una responsabilidad ética y social. Las niñas, niños y adolescentes son 
sujetos de derechos plenos, con voz, agencia y capacidad progresiva de participación en los asuntos 
que les afectan. Su protección no debe concebirse únicamente como una reacción frente a la 
violencia, sino como un proceso continuo y preventivo, que se construye día a día en el entorno 
escolar.  
 
En 2008, la Dirección de Educación Inicial y Preescolar elaboró la guía “¿Qué hacer en caso de 
sospecha o certeza de maltrato grave infantil o abuso sexual infantil?”, con el objetivo de que el 
personal del Centro de Atención Psicopedagógica de Educación Preescolar pudiera orientar, atender 
y canalizar de manera oportuna los casos detectados, garantizando un enfoque de contención 
emocional y acompañamiento respetuoso hacia las víctimas.  
 
Posteriormente, en 2013, se consolidó un espacio de diálogo interinstitucional con la participación 
de la Fiscalía General del Estado, la Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia, la Comisión 
de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, la Unidad de Clínica e Investigación Victimológica de 
la Universidad Autónoma de Yucatán, así como diversas direcciones de nivel educativo. De ese 
esfuerzo colaborativo nació el “Protocolo de Actuación en caso de Probable Riesgo, Maltrato o 
Delito Sexual en contra de Niñas, Niños y Adolescentes, para su Aplicación en las Escuelas de 
Educación Básica del Estado de Yucatán”, publicado el 24 de noviembre de 2014 mediante el 
Acuerdo Segey 04/2014.  
 
Con base en las experiencias acumuladas en la implementación de dicho protocolo y ante la 
necesidad de adoptar un enfoque más integral, transversal y con perspectiva de derechos humanos, 
se impulsó un proceso de revisión y fortalecimiento interinstitucional, incluyendo la participación 

 
1 Esta Ley ha sido abrogada por el Decreto por el que se expide la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños 
y Adolescentes, y se reforman diversas disposiciones de la Ley General de Prestación de Servicios para la 
Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil publicado en el Diario Oficial de la Federación el 4 de diciembre 
de 2014. 
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de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas y a la Secretaría de las Mujeres, con el 
propósito de construir una herramienta más robusta. Este trabajo dio como resultado la publicación, 
en noviembre de 2020, del “Protocolo de Actuación ante Situaciones de Violencia Detectadas o 
Cometidas en contra de Niñas, Niños y Adolescentes en los Planteles Escolares de Educación Básica 
del Estado de Yucatán”, como parte del compromiso permanente por garantizar escuelas seguras, 
protectoras y respetuosas de los derechos de las infancias y adolescencias.  
 
La Ley General de Educación establece, en sus artículos 2, 11 y 12, que el Estado debe priorizar el 
interés superior de niñas, niños, adolescentes y jóvenes en el ejercicio de su derecho a la educación. 
Esto implica garantizar condiciones que promuevan la equidad, la inclusión, la excelencia y la 
erradicación de la discriminación y la violencia, particularmente en contra de las infancias y las 
mujeres, construyendo así una escuela como espacio de justicia, paz y desarrollo. El artículo 72 de 
la Ley General de Educación, refuerza este mandato al reconocer a las y los educandos como los 
sujetos más valiosos del sistema educativo, con derecho a recibir una educación de calidad, a ser 
tratados con respeto a su identidad, integridad y dignidad, y a contar con mecanismos efectivos de 
protección ante cualquier forma de violencia.  
 
En este marco, la Secretaría de Educación ha fortalecido acciones orientadas a la prevención de la 
violencia y la convivencia escolar. La Coordinación Estatal del Programa de Convivencia Escolar, 
operante desde 2021, da continuidad a los esfuerzos nacionales y estatales para promover 
ambientes de convivencia pacífica, inclusiva y democrática en escuelas públicas de educación 
básica. Su carácter preventivo y formativo se manifiesta en el desarrollo y fortalecimiento de 
habilidades socioemocionales en alumnado, docentes y familias, a través de capacitaciones y 
talleres dirigidos a toda la comunidad educativa.  
 
Derivado de ello, y reconociendo la importancia de consolidar una estructura que brinde 
acompañamiento, el 6 de octubre de 2022, se creó la Coordinación para la Prevención de la Violencia 
en Educación Básica, con el objetivo de brindar servicios de acompañamiento, seguimiento y 
canalización ante situaciones de violencia, especialmente maltrato y violencia sexual, que afecten a 
estudiantes de nivel básico en situación de vulnerabilidad. Esta Coordinación actúa como un eje 
articulador entre la escuela, las familias y las instituciones de protección, promoviendo entornos 
seguros y oportunidades reales de una vida digna para niñas, niños y adolescentes.  
 
Reconociendo que la realidad de las infancias está en constante transformación y atendiendo al 
principio de mejora continua, se modifica el anterior Protocolo Acuerdo SEGEY 6/2020 con base en 
la publicación de los Lineamientos para la prevención primaria, atención (detección, intervención, 
notificación, canalización y seguimiento) y medidas de no repetición (prevención secundaria) para 
la erradicación de la Violencia Sexual en Educación Básica, y los Lineamientos para la Prevención 
primaria, Atención (detección, notificación, intervención y seguimiento) y Medidas de no repetición 
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(Prevención secundaria) para la erradicación del Maltrato en Educación Básica, así como en las 
aportaciones generadas a partir del diálogo con docentes, directivos, profesionales y otros actores 
educativos.  
 
Esta nueva versión reafirma el compromiso institucional de trabajar desde una visión de protección 
integral, participativa y corresponsable, en la que cada integrante de la comunidad educativa no 
solo cumple una función técnica o normativa, sino que se reconoce como agente clave en la 
transformación de la cultura escolar y la protección activa de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes. Su participación y aportaciones son esenciales para la consolidación de una educación 
verdaderamente centrada en la dignidad humana.  
 
Finalmente, este instrumento incorpora un eje específico de prevención primaria, entendido como 
un conjunto de acciones formativas, pedagógicas y culturales que buscan evitar que cualquier forma 
de violencia llegue a manifestarse, generando entornos de confianza, diálogo, empatía y respeto 
mutuo. Esta prevención activa y sostenida, es la base para construir una escuela en la que todas las 
niñas, niños y adolescentes puedan crecer, aprender y desarrollarse en libertad y sin miedo.  
 

Fundamento legal 
 
A lo largo de los presentes lineamientos se definen las pautas de actuación para los planteles 
escolares del estado de Yucatán, a las que deberá apegarse toda la comunidad educativa con el 
propósito de garantizar que las niñas, niños y adolescentes se desarrollen en entornos escolares 
seguros, respetuosos y libres de cualquier forma de violencia. Este compromiso no sólo responde a 
una visión ética y formativa, sino también al cumplimiento de las obligaciones legales del Estado 
mexicano para proteger la integridad, los derechos humanos y el bienestar integral de la infancia y 
la adolescencia.  
 
Reconociendo que las niñas, niños y adolescentes son sujetos de derechos plenos, estos 
lineamientos se construyen con base en el principio del interés superior de la niñez y promueve 
condiciones que aseguren su derecho a una educación de calidad, al esparcimiento saludable y a la 
protección efectiva contra cualquier forma de abuso, negligencia o maltrato, incluida la violencia 
sexual. Para ello, se considera fundamental una actuación temprana, diligente y coordinada ante 
cualquier señal de riesgo.  
 
Este enfoque está respaldado por diversos instrumentos normativos de carácter nacional e 
internacional, entre ellos:  
 

- La Convención sobre los Derechos del Niño, particularmente en sus artículos 3, 4, 19, 28 y 
34, que obligan a los Estados Parte a adoptar medidas apropiadas, incluyendo acciones educativas 



 
 
  
 
 
 
 
 

 
Rectoría 

Oficina de la Abogacía General 
Jefatura de Asuntos Constitucionales y Normativa Universitaria 

 
237 

 

y de protección, para prevenir y atender toda forma de maltrato, explotación o abuso en contra de 
niñas, niños y adolescentes.  

 
- La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, especialmente en sus artículos 

1°, 3° y 4°, que garantizan el respeto, protección y promoción de los derechos humanos y de la 
infancia.  

 
- La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, que en su artículo 12 

reafirma el derecho de las niñas, niños y adolescentes a vivir una vida libre de violencia y a ser 
protegidos por el Estado.  

 
- La Ley General de Educación en sus artículos 73 y 74, fracción VII. Asimismo, la reforma 

constitucional en materia de derechos humanos de 2011 establece que todos los tratados 
internacionales ratificados por México tienen rango constitucional, lo que refuerza la obligatoriedad 
de adoptar los más altos estándares de protección infantil.  
 
En el ámbito local, estos lineamientos se adecúan con: - 

 
 La Ley de Educación del Estado de Yucatán establece, en su artículo 8, que el personal 

docente, administrativo y directivo, así como las autoridades escolares, deben informar de 
inmediato a las autoridades competentes cuando tengan conocimiento de hechos que puedan 
constituir un delito en perjuicio de las y los estudiantes.  

 
- El Código Penal del Estado de Yucatán, en su artículo 316-Bis y la Ley para la Protección de 

la Familia del Estado, en su artículo 43, señalan la obligación de reportar cualquier situación que 
ponga en riesgo la integridad de niñas, niños y adolescentes a la Procuraduría de Protección de 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán.  
 
Finalmente, este instrumento normativo da cumplimiento al artículo 74, último párrafo, de la Ley 
General de Educación, y al artículo 10 de la Ley de Educación del Estado de Yucatán, que facultan a 
las autoridades educativas para emitir lineamientos específicos para la prevención, detección y 
actuación ante situaciones de violencia. La implementación de estos lineamientos tiene como 
objetivo garantizar una respuesta rápida, efectiva, empática y segura por parte de la comunidad 
educativa, en beneficio del bienestar integral de niñas, niños y adolescentes. 
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Capítulo I 
Disposiciones Generales 

 
1.1. Objeto y ámbito de aplicación.  
 
Los presentes lineamientos tienen como objetivo establecer las pautas de actuación del personal de 
los distintos niveles de educación básica, tanto en escuelas públicas como en particulares 
autorizadas o incorporadas a la Secretaría de Educación del Estado de Yucatán, ante situaciones de 
violencia cometidas por personas mayores de dieciocho años en contra de niñas, niños y 
adolescentes.  
 
Si bien estos lineamientos se encuentran diseñados para el nivel de educación básica, será 
igualmente de observancia para la educación media superior, realizando los ajustes razonables 
correspondientes, de manera que también en dicho nivel se garantice la protección integral de los 
adolescentes, así como la actuación oportuna de las autoridades educativas.  
 
Asimismo, el documento contempla acciones para la prevención, a través de procesos de detección, 
notificación, canalización y seguimiento oportuno; así como medidas de no repetición que 
contribuyan a la erradicación de todo tipo de violencia en los entornos escolares. Estas acciones se 
enmarcan en la garantía del interés superior de la niñez y adolescencia, con el propósito de 
salvaguardar sus derechos, promover su desarrollo integral y asegurar su bienestar en espacios 
seguros, protectores y libres de violencia.  
 
De igual forma, estos lineamientos serán aplicables en aquellos casos en los que una persona 
adolescente de doce años cumplidos y menor de dieciocho años de edad, sea señalada como 
presunta persona responsable de participar en un hecho que la ley califique como delito y que haya 
sido cometido en contra de otra niña, niño o adolescente. En estos casos, se deberá actuar con 
enfoque de justicia para adolescentes, priorizando el respeto a sus derechos, su dignidad, la 
presunción de inocencia y la aplicación de medidas diferenciadas, conforme a su edad, grado de 
madurez y etapa de desarrollo.  
 
En situaciones que involucren a niñas o niños menores de doce años señalados por alguna conducta 
posiblemente violenta, se deberá realizar una valoración integral del hecho. En ningún caso se les 
podrá considerar responsables penales, pero sí se deberán activar mecanismos de protección y 
acompañamiento. Esto incluye la notificación a la Procuraduría de Protección de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán y el establecimiento de acuerdos con sus madres, 
padres o personas tutoras, enfocados en la atención, seguimiento y prevención de futuras 
conductas, todo ello mediante el uso del formato de hoja de incidencia, y siempre bajo un enfoque 
de cuidado, contención emocional y reparación. 
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Por otra parte, en situaciones de violencia escolar entre pares (excluyendo casos de violencia 
sexual), se aplicará lo establecido en el Modelo Único de Atención Integral (Acuerdo Segey 28/2024), 
con fundamento en la Ley para la Prevención, Combate y Erradicación de la Violencia en el Entorno 
Escolar del Estado de Yucatán, su reglamento y demás normativas vigentes aplicables. En todos los 
casos, las intervenciones deberán realizarse con sensibilidad, empatía y respeto a la individualidad 
de cada niña, niño y adolescente, promoviendo procesos restaurativos y educativos en lugar de 
punitivos.  
 
1.2. Principios rectores.  
 
Las autoridades educativas y el personal de los planteles escolares actuarán con base en los 
siguientes principios:  
 

I. Buena fe: Realizar una acción o acto jurídico de acuerdo con las exigencias morales y éticas 
que rigen el sistema normativo de una comunidad, es decir, que las acciones de una persona estén 
en línea con lo que la sociedad considera un acto honrado y leal.  
 

II. Discrecionalidad y confidencialidad: Obligación de proteger los datos personales de las 
niñas, niños y adolescentes víctimas, así como evitar la divulgación de información que pueda 
conducir a su identificación pública2.  
 

III. Corresponsabilidad de los miembros de la familia, la sociedad y las autoridades: 
 

 a) La corresponsabilidad familiar se refiere al reparto equilibrado de las tareas 
domésticas y de las responsabilidades familiares, tales como su organización, el cuidado, la 
educación y el afecto de personas dependientes dentro del hogar, con el fin de distribuir de 
manera justa los tiempos de vida de mujeres y hombres.  

 
b) La corresponsabilidad social es una estrategia que crea condiciones de confianza, 

compromiso y participación.    
 

IV. Debida diligencia: El personal de los planteles escolares públicos o particulares, deberán 
realizar todas las actuaciones necesarias para el cumplimiento de las acciones establecidas en los 
presentes lineamientos, en un tiempo razonable, realizando actuaciones eficientes, eficaces, 

 
2 Obligación establecida en el artículo 79 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, 
última reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de enero de 2026. 
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oportunas, responsables3 e inmediatas, tanto por la situación de especial vulnerabilidad en la que 
generalmente se ubican las niñas, niños y adolescentes, como por los devastadores efectos que la 
violencia puede producir en su desarrollo4.  
 
La obligación de actuar con la debida diligencia abarca aquellas actuaciones de prevención de la 
violencia o violaciones de los derechos humanos de las niñas, niños y adolescentes, así como las 
relacionadas con la protección de niñas, niños o adolescentes que han sido víctimas o testigos de 
violaciones a derechos humanos.5 Por lo tanto, se trata de una obligación de medio, no de resultado, 
por lo cual se debe probar que se hizo todo lo que estaba en su alcance para evitar la vulneración 
del derecho en cuestión.  
 

V. Interés superior de la niñez: Las decisiones y actuaciones dentro de los planteles escolares 
públicos y particulares, que tengan a su cargo la educación de niñas, niños y adolescentes, velarán 
por garantizar su desarrollo integral y el disfrute efectivo de sus derechos humanos5. La aplicación 
de este principio, requiere tomar conciencia de la importancia que deben tener los intereses de las 
niñas, niños y adolescentes en todas las medidas que se adopten y tener la voluntad de dar prioridad 
a esos intereses en todas las circunstancias6.  

 
VI. No revictimización: Es el conjunto de consecuencias psicológicas, sociales, jurídicas y 

económicas de carácter negativo que derivan de la experiencia de la víctima en su contacto con el 
sistema de procuración de justicia y, suponen un choque frustrante entre las legítimas expectativas 
de la víctima y la inadecuada atención institucional recibida7.  
 
Por lo tanto, los agentes educativos deben actuar de forma que proteja la dignidad, seguridad y 
estabilidad emocional del menor, evitando que reviva la experiencia traumática por preguntas, 
comentarios, confrontaciones o exposiciones innecesarias. En tan sentido, y a fin de asegurar el 
presente principio en el capítulo III de los presentes lineamientos, se abunda más sobre la no 
revictimización.  
 

 
3 Tesis aislada XXVII.1o.(VIII Región) 18 K de los Tribunales Colegiados de Circuito, visible en la pág. 1630 de la 
Gaceta del Seminario Judicial de la Federación, Libro XIII, agosto de 2013, Tomo 3, 10a Época. 
4 Tesis 1a. CCC/2015 (10a) de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la pág. 
1639 de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 23, octubre de 2015, Tomo II, 10a Época. 
5 Secretaría de Gobernación. “5 claves para entender qué es el Interés Superior de la niñez”. Disponible en: 
https://www.gob.mx/segob/articulos/5-claves-para-entender-que-es-elinteressuperior-de-la-ninez. 
6 Comité de los Derechos del Niño. Observación general Nº 14 (2013) sobre el derecho del niño a que su interés 
superior sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1). Párrafo 40. 
7 Suprema Corte de la Justicia de la Nación. (2020/13 de mayo). Amparo directo en revisión 8234/2019. 
Primera Sala. 
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1.3. Marco referencial.  
 
1.3.1. Concepto de violencia. 
 
La Organización Mundial de la Salud define la violencia como “el uso deliberado de la fuerza física o 
el poder, ya sea en grado de amenaza o efectivo, contra uno mismo, otra persona o un grupo o 
comunidad, que cause o tenga muchas probabilidades de causar lesiones, muerte, daños 
psicológicos, trastornos del desarrollo o privaciones”.  
 
De acuerdo con el Comité de los Derechos del Niño8, la violencia contra las niñas, niños y 
adolescentes incluye: “toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, que pone en grave peligro 
la supervivencia de las niñas, niños o adolescentes y su desarrollo físico, espiritual, moral y social”. 
Dicho Comité propone la siguiente enumeración no exhaustiva de formas de violencia contra niñas, 
niños y adolescentes:  
 

I. Violencia física: Es el uso de la fuerza mortal o no mortal, incluye todos los castigos 
corporales, todas las demás formas de tortura, tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, la 
intimidación física y las novatadas por parte de adultos o de otras niñas, niños o adolescentes.  

 
II. Abuso y explotación sexual: Se refiere a la incitación o la coacción para que una niña, niño 

o adolescente se dedique a cualquier actividad sexual ilegal o psicológicamente perjudicial; a la 
utilización de una niña, niño o adolescente para la producción de imágenes o grabaciones sonoras 
de abusos sexuales; la prostitución infantil, la esclavitud sexual, la explotación sexual en el turismo 
y la industria de viajes, la trata y venta con fines sexuales y el matrimonio forzado. Muchas niñas, 
niños y adolescentes sufren abusos sexuales que, pese a no mediar la fuerza o la coerción físicas, 
son intrusivos, opresivos y traumáticos desde el punto de vista psicológico.  
 
De forma enunciativa, más no limitativa, se consideran actos de violencia sexual en el ámbito escolar 
los siguientes:  
 

a) Abuso sexual: Actos sexuales sin consentimiento, como tocamientos o exhibición 
del cuerpo, con o sin contacto físico, ejercidos sobre niñas, niños y adolescentes, o 
forzándoles a realizarlos.  

 
b) Acoso sexual: Conductas con connotación sexual que generan intimidación o 

riesgo en niñas, niños y adolescentes, sin que exista subordinación, pero sí un abuso de 
poder.  

 
8 Ibíd. Párr. 19 
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c) Actos sexuales no consensuados: Tocamientos, manoseos u otros actos sexuales 
realizados sin el consentimiento de la niña, niño o adolescente, incluso si no hay 
penetración. 

 
 d) Cohabitación forzada: Obligar o inducir a niñas, niños o adolescentes a convivir 

como pareja (formal o informalmente) con una persona mayor o de su edad, con fines 
similares a un matrimonio.  

 
e) Hostigamiento sexual: Conducta reiterada con fines lascivos que se aprovecha de 

una posición jerárquica (laboral, docente, doméstica) para acosar sexualmente.  
 
f) Lenocinio: Explotación sexual de niñas, niños o adolescentes mediante 

prostitución, inducirles a comerciar con su cuerpo, o beneficiarse de su explotación sexual.  
 
g) Pederastia: Aprovechamiento de una relación de confianza, poder o jerarquía 

para cometer actos sexuales con niñas, niños o adolescentes, con o sin su consentimiento.  
 
h). Pornografía infantil: Producción, distribución, almacenamiento o consumo de 

imágenes, videos u otros materiales sexuales reales o simulados donde participen niñas, 
niños o adolescentes.  

 
i) Violación: Relación sexual forzada mediante violencia física o moral, o 

introducción de objetos por vía vaginal o anal sin consentimiento.  
 
j) Violación equiparada: Acto sexual sin violencia física, pero con niñas, niños y 

adolescentes o personas que no comprenden o no pueden resistir, incluyendo penetración 
con objetos.  

 
k) Violencia digital: Uso de tecnologías para difundir, exhibir o compartir contenido 

sexual de niñas, niños o adolescentes sin su consentimiento, afectando su privacidad o 
dignidad.  

 
l) Ciberabuso sexual (Grooming): Cuando una persona adulta establece contacto 

con niñas, niños o adolescentes por medios digitales para ganarse su confianza y luego 
involucrarles en actividades sexuales.  

 
m) Ciberacoso sexual: Amenazas, chantajes o presiones en línea hacia niñas, niños 

o adolescentes para obtener material íntimo o forzarles a realizar actos sexuales.  
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n) Sexting (Sexteo): Enviar o compartir mensajes, fotos o videos sexuales de otra 
persona, sin su consentimiento, mediante medios digitales.  

 
o) Sextorsión: Amenazar con divulgar contenido sexual (real o hackeado) de niñas, 

niños o adolescentes para obtener más material, dinero o favores sexuales. 
 
p) Estupro: Tener relaciones sexuales con adolescentes (15–17 años) obteniendo su 

consentimiento mediante engaño.   
 

III. Violencia psicológica o descuido emocional (violencia mental): Comprende el maltrato 
psicológico, abuso mental, agresión verbal y maltrato o descuido emocional y puede consistir en:  

 
a) Toda forma de relación perjudicial que persiste con niñas, niños o adolescentes, 

como hacerle creer que no vale nada, que no es amado ni querido, que está en peligro o 
que solo sirve para satisfacer las necesidades de otros.  

 
b) Asustar a niñas, niños o adolescentes, aterrorizarlos y amenazarlos; explotarlos y 

corromperlos; desdeñarlos y rechazarlos; aislarlos, ignorarlos y discriminarlos.  
 
c) Desatender sus necesidades afectivas, su salud mental y sus necesidades médicas 

y educativas.  
 
d) Insultarlo, injuriarlo, humillarlo, menospreciarlo, ridiculizarlo y herir sus 

sentimientos.  
 
e) Exponerlo a la violencia doméstica. f) Someterlo a un régimen de incomunicación 

o aislamiento o a condiciones de detención humillantes o degradantes.  
 
g) Someterlo a la intimidación y a las novatadas de adultos o de otras niñas, niños o 

adolescentes, en particular por medio de tecnologías de la información y las 
telecomunicaciones como los teléfonos móviles o internet (acoso cibernético). 

 
IV. Autolesiones y conducta suicida:  
 

a) Autolesiones: Trastornos alimentarios, uso y abuso de sustancias psicotrópicas, 
lesiones autoinfligidas, pensamientos suicidas, intentos de suicidio y suicidio. Para los 
presentes lineamientos, será de observancia y aplicación, cuando la niña, niño o adolescente 
se realice autolesiones.  
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b) Conducta suicida: Cualquier acción que pudiera llevar a una persona a morir, o 
intentar hacerlo, incluye ideación de muerte, ideación, gesto o intento suicida y suicidio 
consumado. 

 
V. Descuido o trato negligente: Se entiende por descuido el no atender las necesidades 

físicas o psicológicas de niñas, niños y adolescentes, no proteger del peligro y no proporcionarles 
servicios médicos, de inscripción del nacimiento y de otro tipo, cuando las personas responsables 
de su atención tienen los medios, el conocimiento y el acceso a los servicios necesarios para ello. El 
concepto incluye:  

 
a) El descuido físico, que ocurre cuando no se protege a niñas, niños y adolescentes 

del daño (entre otras cosas por no vigilarlo), o se desatienden sus necesidades básicas, por 
ejemplo, de alimentación, vivienda y vestido adecuados, y de atención médica básica.  

 
b) El descuido psicológico o emocional que consiste, entre otras cosas, en la falta de 

apoyo emocional y de amor, la desatención crónica de niñas, niños o adolescentes, la 
indisponibilidad psicológica de los cuidadores que no tienen en cuenta las pistas y señales 
emitidas por niñas, niños o adolescentes, la exposición a la violencia y al uso indebido de 
drogas o de alcohol de la pareja sentimental.  

 
c) El descuido de la salud física o mental de niñas, niños o adolescentes, al no 

proporcionarle la atención médica necesaria.  
 
d) El descuido educativo, cuando se incumplen las leyes que obligan a los cuidadores 

a asegurar la educación de sus hijos mediante la asistencia escolar o de otro modo.  
 
e) El abandono, práctica que suscita gran preocupación y que en algunas sociedades 

puede afectar desproporcionadamente a los niños, niñas y adolescentes nacidos fuera del 
matrimonio y aquellos con discapacidad, entre otros.  

 
1.3.2. Tipos de violencia según la relación entre la víctima y la persona agresora.  
 
Los tipos de violencia según la relación entre la víctima y la persona agresora, se pueden clasificar 
de la manera siguiente:  
 

I. Violencia familiar.  
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De acuerdo con el Código Penal del Estado9, este tipo de violencia se refiere a cualquier acto dirigido 
a dominar, someter, controlar, denostar, denigrar o agredir de manera económica, física, 
patrimonial, psicológica, psicoemocional o sexual, en contra de un miembro de la familia, dentro o 
fuera del domicilio familiar, independientes de que se produzca o no lesiones o se configure 
cualquier otro delito. Este tipo de violencia puede ser ejercida por cualquier miembro del núcleo 
familiar u otras personas responsables del cuidado de la niña, niño o adolescente, y se presenta 
principalmente de dos formas: 

 
 a) Violencia activa: comprende agresiones físicas directas (golpes, heridas, 

maltratos evidentes), así como otras formas de abuso como el psicológico o sexual. Estas 
acciones buscan dominar, controlar o castigar al menor, y están vinculadas frecuentemente 
a patrones culturales de crianza autoritaria10.  

 
b) Violencia pasiva: se relaciona con la omisión de cuidados necesarios para el 

bienestar de niñas, niños o adolescentes, conocida como negligencia. Esta puede incluir la 
falta de atención médica, desnutrición, abandono emocional, desprotección ante 
situaciones de riesgo o la ausencia de supervisión11.  
 
Ambas formas de violencia activa y pasiva constituyen violaciones a los derechos 
fundamentales de niñas, niños y adolescentes, afectando gravemente su salud física, 
desarrollo emocional, rendimiento escolar y bienestar a largo plazo. Incluso formas 
consideradas leves o disciplinarias generan un impacto negativo en el desarrollo neurológico 
y psicológico del niño, especialmente cuando son frecuentes o sistemáticas12.  

 
II. Violencia entre niñas, niños y adolescentes.  

 
Según definiciones recientes, la violencia entre niñas, niños y adolescentes, comprende toda 
conducta violenta, ya sea física, psicológica o relacional, intencionalmente dirigida por niñas, niños 
o adolescentes hacia sus pares, ya sea de forma aislada o recurrente. Puede incluir agresiones 
directas, como golpes, amenazas o burlas, o indirectas, como rumores, aislamiento o exclusión; y 
abarca tanto interacciones aisladas como patrones sistemáticos como el acoso escolar (bullying).  
 
Esta violencia no solo daña de inmediato la integridad física y emocional de la víctima provocando 
desperfectos físicos, ansiedad, baja autoestima o síntomas psicosomáticos, sino que también 

 
9 Código Penal del Estado de Yucatán. Última reforma publicada en el Diario del Estado de Yucatán el 7 de 
mayo de 2025. 
10 UNICEF, 2019. 
11 Asociación Española de Pediatría (AEPED), 2021 
12 UNICEF, 2019; OMS, 2020 
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impacta gravemente en su rendimiento educativo, desarrollo social y bienestar psicológico a 
mediano y largo plazo, perpetuando potencialmente ciclos de violencia futuros13. 
 
En los casos de violencia escolar entre pares, excluyendo la violencia de tipo sexual, será de 
observancia el Acuerdo Segey 28/2024 Modelo Único de Atención Integral. 
 

III. Violencia en la comunidad.  
 
Actos de violencia, individual o colectiva, perpetrados en espacios comunitarios o públicos contra 
niñas, niños o adolescentes, que vulneran sus derechos, dignidad o integridad. Está sostenida por 
normas culturales, prejuicios o estructuras discriminatorias, y suele ser más recurrente en contextos 
de pobreza, exclusión o insuficiente infraestructura comunitaria14.  

 
IV. Violencia institucional.  

 
De acuerdo con el Ministerio de Educación del Ecuador15, el maltrato institucional es aquel “ejercido 
por un servidor de una institución pública o privada, como resultado de la aplicación de 
reglamentos, prácticas administrativas o pedagógicas, aceptadas expresa o tácitamente por la 
institución; y cuando sus autoridades lo han conocido y no han adoptado las medidas pertinentes 
para prevenirlo, hacerlo cesar, remediarlo y sancionarlo de manera inmediata”.  
 
Esta modalidad de maltrato, puede ocurrir en el ámbito educativo, pudiendo ser el presunto agresor 
o agresora un miembro del plantel escolar (docentes, personal directivo, administrativo) o cualquier 
persona adulta que labore o tenga contacto directo con la niña, niño o adolescente. El maltrato 
institucional, se genera cuando existe un ejercicio de poder por parte del presunto agresor 
valiéndose de su posición profesional, nivel de conocimiento, las diferencias generacionales, el uso 
de la fuerza, entre otras.  
 
1.4. Definiciones.  
 
Para efectos de estos lineamientos, se entenderá por:  
 

I. Adolescente: persona entre los doce años de edad cumplidos y menor a los dieciocho años 
de edad.  

 
13 OMS, 2022; UNICEF/PAHO, 2025 
14 Inmujeres, s. f.; Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, 2007 
15 Ministerio de Educación del Ecuador (2017). “Protocolo de actuación frente a situaciones de violencia 
detecta- das o cometidas en el sistema educativo”. Primera Edición. Quito, Ecuador. Página 26 
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II. Autoridad educativa: las personas titulares del Poder Ejecutivo del Estado y la Secretaría 
de Educación del Gobierno del Estado de Yucatán. 

 
III. Coordinación: la Coordinación para la Prevención de la Violencia en Educación Básica.  
 
IV. Custodia: guarda y cuidado de niñas, niños y adolescentes, ejercida de manera directa 

por aquellas personas a las que les corresponde el ejercicio de la patria potestad, salvo en los casos 
de excepciones previstas en el Código Civil del Estado de Yucatán.  

 
V. Dirección del nivel correspondiente: la Dirección de Educación Inicial, Dirección de 

Educación Preescolar, Dirección de Educación Primaria, Dirección de Educación Secundaria, 
Dirección de Educación Indígena, Dirección de Educación Especial, Dirección de Educación Física y 
Dirección de Educación Artística.  

 
VI. Delito: acto u omisión que sancionan las leyes penales, relacionados en el anexo A de 

estos lineamientos.  
 
VII. Fiscalía: la Fiscalía General del Estado de Yucatán.  
 
VIII. Lineamientos: Lineamientos de prevención y actuación ante situaciones de violencia 

detectadas o cometidas en contra de niñas, niños y adolescentes en los planteles escolares de 
educación básica del estado de Yucatán.  

 
IX. Niña o niño: persona menor a los doce años de edad.  
 
X Personal del plantel escolar: el personal que realiza dentro de una escuela o centro 

educativo, funciones de supervisión o de dirección, a las maestras y maestros, así como al personal 
de apoyo y asistencia a la educación.  

 
XI. Personal con funciones de dirección: el personal que realiza la planeación, programación, 

coordinación, ejecución y evaluación de las tareas para el funcionamiento de las escuelas de 
conformidad con las disposiciones legales, normativas y administrativas aplicables.  

 
XII. Planteles escolares: las escuelas públicas y particulares autorizadas o incorporadas a la 

Secretaría de Educación del Estado de Yucatán, en donde se imparte la educación de tipo básico, así 
como a los centros educativos de formación integral y de capacitación laboral, dependientes de la 
Secretaría.  
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XIII. Procuraduría: la Procuraduría de Protección de los Derechos de las Niñas, Niños y 
Adolescentes del Estado de Yucatán.  

 
XIV. Secretaría: la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado de Yucatán. 
 
XV. Separación temporal de funciones: la medida preventiva y no sancionatoria que se aplica 

cuando existe la presunción o indicio de que la persona servidor público pudiera haber ejercido 
algún tipo de violencia contra niñas, niños y adolescentes. Consiste en retirar temporalmente de 
actividades frente a grupo, asignándole tareas administrativas, de apoyo institucional u otras 
funciones equivalentes, sin que ello constituya una sanción definitiva.  

 
Capítulo II  
De la prevención y del conocimiento de situaciones de violencia  

 
2.1. Prevención de la violencia en el contexto escolar.  
 
Es necesario que los planteles escolares sean un lugar que promueva la prevención de cualquier tipo 
de violencia cometida en contra de niñas, niños y adolescentes, y vincular la prevención de la 
violencia de forma transversal a los planes analíticos de las escuelas, integrando la formación 
socioemocional y cultura de paz de la Nueva Escuela Mexicana. Esto, demanda un compromiso 
colectivo coordinado por las autoridades educativas federales, estatales y municipales e 
instituciones de diversa índole, que contemple la participación activa de todos los adultos que 
integran la comunidad educativa, comprendiendo a quienes tengan a su cargo la guarda y custodia 
o tutela de la niña, niño o adolescente, o a quienes con motivo de sus funciones o actividades los 
tengan bajo su cuidado16.  
 
La prevención, elemento crucial y eje rector del sistema educativo, debe ser vinculada 
operativamente y de forma transversal al marco curricular de la Nueva Escuela Mexicana. Para ello, 
se requiere integrar sus directrices en los Planes Analíticos de las escuelas y establecerla como 
prioridad en el Programa Escolar de Mejora Continua.  
 
Esta integración debe materializarse con el desarrollo anual de un diagnóstico participativo de 
riesgos de violencia y la actualización de los acuerdos de convivencia, asegurando la efectiva 
integración de la formación socioemocional y la mediación escolar.  
 

 
16 Secretaría de Educación Pública. (2016) “Orientaciones, para la Prevención Detección y Actuación en casos 
de Abuso Sexual Infantil, Acoso Escolar y Maltrato en las Escuelas de Educación Básica. Pág. 10 
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La prevención de la violencia en el ámbito escolar debe orientarse a reducir y detener el daño que 
ésta genera. Es un proceso intencionado que incluye tres niveles de actuación a ejecutarse dentro 
de los planteles escolares y que pueden incidir incluso fuera de ella, siendo estos los siguientes17: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
17 Secretaría de Educación Pública(s/f) “Entornos Escolares Seguros en las Escuelas de Educación Básica”. Págs. 
23 y 24.   
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La Coordinación General de Desarrollo de Habilidades Socioemocionales, es la encargada de 
coordinar la implementación del modelo de prevención de violencia en los planteles escolares de 
educación básica, cuya actuación tendrá como base las estrategias y líneas de acción que 
establezcan los programas estatales y federales. 
 
2.1.1. Acciones de prevención primaria.  
 
Las siguientes acciones deben ser implementadas por el personal directivo, docente, administrativo 
y de apoyo en todos los niveles educativos, como parte de la estrategia de prevención de la violencia 
hacia niñas, niños y adolescentes dentro de la escuela:  
 

I. Establecer y difundir los acuerdos de convivencia de forma clara y participativa.  
 

a) Involucrar y hacer partícipes a la comunidad estudiantil, para la creación de los 
acuerdos de convivencia.  

 
b) Incluir dentro de los acuerdos pautas claras sobre la protección frente a cualquier 

forma de maltrato físico, emocional o sexual, tanto dentro como fuera del plantel. 
 
c) Asegurarse de que todos los estudiantes, así como los tutores conozcan los 

acuerdos de convivencia.  
 
d) Revisar periódicamente estos acuerdos, y actualizar cada ciclo escolar, a fin de 

que los acuerdos respondan la situación actual del platel educativo.  
 

II. Promover la formación socioemocional y la cultura de paz.  
 

a) Implementar actividades regulares que fortalezcan la empatía, la autorregulación 
emocional, el trabajo en equipo, la autoestima, el autocuidado y la resolución pacífica de 
conflictos.  

 
b) Utilizar materiales y programas educativos existentes para estos fines, como 

Educación Socioemocional en planes oficiales.  
 
c) Incluir temas de consentimiento, límites personales, respeto al cuerpo propio y 

ajeno de forma transversal y adecuada a cada edad.  
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d) Desarrollar habilidades para reconocer relaciones abusivas, identificar conductas 
de riesgo y saber a quién acudir en caso de sentirse en peligro.  

 
III. Establecer espacios seguros y de confianza para el alumnado.  
 

a) Designar personas adultas de confianza dentro de la escuela a quienes niñas, 
niños y adolescentes puedan acudir en caso de sentirse amenazados o inseguros. 

 
b) Crear buzones de sugerencias o denuncia anónima accesibles y confidenciales.  
 
c) Garantizar la confidencialidad y el seguimiento de los casos que se reporten.  
 
d) Promover en el aula una cultura donde el hablar sobre situaciones incómodas, de 

maltrato o violencia no sea motivo de burla ni juicio.  
 

IV. Detectar y atender señales de alerta.  
 

a) Observar y registrar cambios en el comportamiento, el rendimiento escolar, el 
lenguaje corporal, el estado emocional o físico de niñas, niños y adolescentes.  

 
b) Identificar señales posibles de abuso o maltrato, como retraimiento, temor a 

ciertas personas, lesiones frecuentes, lenguaje sexualizado inusual, entre otras.  
 
c) Documentar de manera detallada cualquier incidente observado o reportado.  
 
d) En caso de duda, consultar de forma inmediata con la Dirección del nivel 

educativo que corresponda.  
 
e) En caso de sospecha, no confrontar directamente al posible agresor ni interrogar 

al menor, sino actuar de forma inmediata conforme a los Lineamientos.  
 
f) Asegurar que todo el personal docente conozca los Lineamientos.  
 
g) Respetar en todo momento la confidencialidad y el principio de presunción de 

inocencia, sin dejar de priorizar el interés superior del menor.  
 
V. Capacitación continua.  
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a) Participar en talleres o cursos sobre prevención de la violencia, derechos de la 
infancia y actuación en situaciones de riesgo.  

 
b) Compartir buenas prácticas y coordinar esfuerzos entre todo el personal escolar.  
 
c) Mantener actualizado al personal docente en el uso correcto de los Lineamientos.  

 
VI. Fomentar la participación activa de madres, padres y cuidadores. 
 

a) Organizar reuniones, talleres o charlas para sensibilizar sobre la importancia de 
la prevención de la violencia y la crianza respetuosa, para lo cual podrá consultar en el 
directorio de la Coordinación y auxiliarse o realizar la gestión de forma directa con la 
institución o dependencia.  

 
b) Informarles sobre los acuerdos de convivencia y los canales de comunicación ante 

cualquier situación preocupante.  
 
c) Promover una relación cercana entre escuela y familia para la identificación 

conjunta de riesgos o conductas preocupantes.  
 
d) Comunicar, de forma cuidadosa y sin emitir juicio, cualquier señal de alerta 

detectada en el comportamiento de los estudiantes que pueda relacionarse con violencia. 
 

VII. Realizar campañas y actividades escolares sobre la no violencia.  
 

a) Coordinar jornadas temáticas, concursos, dinámicas grupales o actividades 
culturales que promuevan el respeto, la inclusión y la cultura de paz.  

 
b) Incluir específicamente la prevención del abuso sexual, el derecho al cuerpo y el 

respeto a los límites personales.  
 
c) Involucrar al alumnado en el diseño y realización de estas acciones.  
 
d) Aprovechar estas campañas para visibilizar canales de ayuda (teléfonos, 

instituciones, líneas de denuncia) y normalizar el pedir apoyo.  
 

VIII. Supervisar activamente todos los espacios escolares.  
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a) Fomentar la corresponsabilidad entre las y los agentes educativos en el cuidado y 
acompañamiento de niñas, niños y adolescentes, asegurando que en todo momento haya presencia 
de al menos una persona responsable dentro del aula.  

 
b) Asegurar la presencia de personal responsable durante recreos, entradas, salidas, baños 

y otros espacios donde pueda haber riesgo de violencia.  
 
c) Detectar zonas oscuras o inseguras dentro del plantel y gestionarlas con la dirección.  
 
d) Prohibir el acceso no autorizado de personas ajenas a la comunidad escolar. 

 
e) Vigilar comportamientos que pudieran estar replicando dinámicas de violencia 

aprendidas en casa. 
 

IX. Actuar de manera inmediata ante cualquier incidente.  
 

a) No ignorar ni restar importancia a ningún caso de violencia física, verbal o emocional 
entre estudiantes, o de parte del personal.  

 
b) Aplicar con responsabilidad y celeridad los lineamientos institucionales ante cualquier 

sospecha o indicio de violencia.  
 
c) Asegurar el acompañamiento emocional de las personas estudiantes y dar seguimiento al 

caso, en coordinación con las instancias correspondientes.  
 
d) Garantizar la protección inmediata de la víctima, evitando cualquier contacto con el 

presunto agresor dentro del plantel, bajo observancia en el marco de actuación de derechos 
humanos y el principio de presunción de inocencia.  
 
2.2. Detección y conocimiento de situaciones de violencia.  
 
El personal de los planteles escolares desempeña un rol clave en la protección de los derechos de 
niñas, niños y adolescentes. A través de la convivencia diaria, puede advertir e identificar señales 
que indiquen que niñas, niños o adolescentes pudieran estar enfrentando una situación de 
violencia, ya sea actual o pasada, que vulnere su integridad física, emocional o sexual, y que incluso 
pudiera constituir un delito. Reconocer estas señales de manera oportuna permite actuar 
preventivamente y activar mecanismos de protección antes de que el daño se agrave.  
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La detección es una tarea de observación constante, empática y respetuosa, que busca identificar 
comportamientos, actitudes o manifestaciones físicas y emocionales que puedan sugerir que una 
niña, niño o adolescente está siendo afectado por alguna forma de violencia. Esta labor no debe 
recaer únicamente en una figura específica, sino que requiere de la participación corresponsable de 
toda la comunidad educativa, en todos los espacios escolares: aulas, pasillos, patios, talleres y 
cualquier entorno en el que las niñas, niños y adolescentes convivan.  
 
Para apoyar este proceso, es fundamental el uso de indicadores de riesgo, entendidos como señales 
de alerta que orientan la observación y permiten activar los lineamientos de atención temprana. Es 
importante señalar que la presencia de uno o varios de estos indicadores no confirma por sí misma 
la existencia de violencia o abuso, ni deben ser utilizados como base para emitir diagnósticos clínicos 
o juicios; su función es servir de guía para la protección inmediata y responsable, siempre desde un 
enfoque de cuidado. Por lo tanto, identificar tales indicadores, constituye un elemento necesario 
para conocer e informar lo más pronto posible sobre cualquier afectación en la esfera del interés 
superior de niñas, niños y adolescentes que tienen a su cargo, con el fin de que se haga del 
conocimiento de las autoridades correspondientes.  
 
La identificación de estas señales debe realizarse con prudencia, sensibilidad y criterio profesional, 
considerando factores como la recurrencia, la intensidad o la combinación de manifestaciones, así 
como los posibles contextos de riesgo en el entorno familiar, escolar o comunitario de cada niña, 
niño o adolescente. Este análisis integral debe estar orientado por el principio del interés superior 
de la niñez, buscando siempre su bienestar, la protección de su dignidad y el respeto a su voz y su 
derecho a ser escuchados.  
 
Detectar y reportar oportunamente posibles situaciones de violencia no solo es un deber legal y 
ético, sino una muestra clara de compromiso con la construcción de espacios escolares seguros, 
afectivos y protectores, donde cada niña, niño y adolescente pueda crecer, aprender y desarrollarse 
plenamente, libre de miedo y de cualquier forma de maltrato.  
 
El conocimiento de posibles situaciones de violencia puede ser identificado a través de las siguientes 
formas:  
 

I. Por conocimiento a través de la manifestación expresa: cuando las niñas, niños o 
adolescentes afectados o cualquier persona de la comunidad educativa, que tenga conocimiento de 
una situación de violencia cometida en contra de ellos, lo externa verbalmente o por escrito, a través 
de medios tecnológicos o por cualquier otro medio.  

 
II. Por flagrancia: cuando la situación de violencia se detecta en el mismo momento en el 

que la conducta se está ejecutando o inmediatamente después de realizarse o producirse cuando la 
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persona agresora sea señalada por la niña, niño o adolescente, por algún testigo presencial de los 
hechos o por quien hubiere intervenido en el acto, o cuando existan objetos o indicios que hagan 
presumir que el hecho acaba de realizarse o producirse.  

 
III. Por conocimiento de indicadores de riesgo: es la observación de elementos físicos, 

psicológico y conductuales de niñas, niños y adolescentes, que permita identificar una posible 
situación de violencia.  

 
Así, a modo de ejemplo, pueden observarse en las Guías de Observación de Apoyo para 

Identificar Indicadores de Riesgo de Abuso Sexual Infantil y/o Maltrato dentro de la escuela18, 
contenidas en el documento: “Orientaciones para la Prevención, Detección y Actuación en casos de 
Abuso Sexual Infantil, Acoso Escolar y Maltrato en las Escuelas de Educación Básica”; algunos de los 
elementos que permiten identificar casos de abuso sexual infantil y maltrato, a saber:  

 
a) Indicadores de riesgo de conducta suicida19:  
 

1. Enfermedad mental, incluida la depresión, trastornos de 
comportamiento o abuso de sustancias.  

 
2. Automutilación no suicida.  
 
3. Antecedentes de enfermedad mental o suicidio en la familia.  
 
4. Crisis situacionales, como la muerte traumática de un ser querido, 

pérdida, acoso escolar, crisis académica o disciplinaria en la escuela, pelea con los 
padres, abuso sexual o físico, ser testigo o víctima de violencia familiar.  

 
5. Amenazas suicidas en forma de declaraciones directas e indirectas.  
 
6. Notas y planes suicidas.  
 
7. Conductas suicidas previas.  

 
18 Secretaría de Educación Pública. (2016) “Orientaciones para la Prevención, Detección y Actuación en casos 
de Abuso Sexual Infantil, Acoso Escolar y Maltrato en las Escuelas de Educación Básica.” 
19 Secretaría de Educación Pública del Estado de Nuevo León. (2021). Guía de prevención y detección 
temprana y Protocolos de Actuación en casos de Abuso Sexual Infantil, Acoso y/o Violencia Escolar, Maltrato 
infantil y Conducta suicida. 
https://escuelalibredeviolencia.sep.gob.mx/storage/recursos/protocolos/NLE/WM72msX2h4- 
GU%C3%8DA%20DE%20PREVENCI%C3%93N%20Y%20DETECCI%C3%93N%20TEMPRANA %202022.pdf 
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8. Hacer arreglos finales, como escribir un testamento u obsequiar 

posesiones preciadas.  
 
9. Expresar preocupación por la muerte por escrito, en dibujos, en Internet 

o las redes sociales.  
 
10. Cambios de comportamiento, apariencia, pensamiento y/o 

sentimientos.  
 

Es importante destacar que la activación de los Lineamientos en este tipo de casos 
procederá únicamente cuando la niña, niño o adolescente manifieste su intención de 
realizar, esté realizando o haya realizado conductas auto lesivas.  

 
b) Indicadores de riesgo de abuso sexual infantil:  
 

1. Temor de ir al baño. 
 
2. Temor o nerviosismo ante la presencia de una persona adulta en 

concreto.  
 
3. Cambios notorios en los hábitos alimentarios.  
 
4. Crisis de llanto sin explicación.  
 
5. Sensibilidad extrema.  
 
6. Dificultades en la integración al grupo de iguales.  
 
7. Negarse a ir o permanecer en la escuela.  
 
8. Incontinencia urinaria.  
 
9. Incontinencia fecal.  
 
10. Tendencia a aislarse.  
 
11. Fugas del hogar.  
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12. Manifestaciones auto-agresivas de distinto tipo (cortarse, golpearse, 
ponerse en situaciones de riesgo físico, arrancarse el cabello, rascarse hasta sangrar 
y causarse otras lesiones serias que comprometan su salud).  

 
13. Malestares físicos constantes.  
 
14. Deserción escolar.  
 
15. Cambios en la vestimenta o aspecto.  
 
16. Dificultades para concentrarse en las tareas escolares.  
 
17. Desinterés de las actividades vinculadas al aprendizaje y a la escuela.  
 
18. Evasión de la participación en juegos o actividades grupales.  
 
19. Negativa repentina a participar en actividades físicas.  
 
20. Descenso brusco del rendimiento escolar.  
 
21. Cambios bruscos en su estado de ánimo. 
 
22. Tendencia a quejarse mucho, ser exigente o aislado.  

 
c) Indicadores específicos de riesgo de abuso sexual infantil:  

 
1. Ataques de ira.  
 
2. Mostrarse triste.  
 
3. Miedo a quedarse a solas con una persona en particular.  
 
4. Conocimiento de temas sexuales o conducta inapropiada para una niña, 

niño o adolescente de su edad.  
 
5. Escribe, dibuja, juega o sueña con imágenes atemorizantes o sexuales.  
 
6. Habla de un nuevo amigo o amiga mayor.  
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7. De repente, tiene dinero, juguetes u otros regalos sin motivo alguno.  
 
8. Forzar a otras personas a realizar juegos sexuales, considerar: sexting, 

ciberacoso, insinuaciones con connotación sexual.  
 

d) Indicadores de riesgo de violencia sexual: La violencia sexual hacia niñas, niños y 
adolescentes es un fenómeno complejo, influido por múltiples factores individuales, 
sociales y escolares. Reconocer estos factores es clave para su prevención y atención 
oportuna. Entre los principales indicadores de riesgo se encuentran:  

 
1. Individuales: baja autoestima, dificultades socioemocionales, 

desconocimiento sobre el abuso, antecedentes de violencia, discapacidad.  
 
2. Sociales y familiares: entornos con violencia, pobreza, exclusión, vínculos 

familiares débiles, normas que normalizan la violencia, falta de educación sexual.  
 
3. Escolares: ambientes permisivos a la violencia o discriminación, y 

relaciones de poder desiguales entre personal educativo y estudiantes o entre 
pares.  

 
Además, el uso inadecuado de medios digitales puede facilitar formas de 

violencia sexual en línea como el ciberacoso, sexting o sextorsión, especialmente 
cuando no hay educación digital preventiva. 

 
e) Indicadores de riesgo de maltrato en la escuela: 

 
1. Temor de ir al baño.  
 
2. Cambios notorios en los hábitos alimentarios.  
 
3. Crisis de llanto sin explicación.  
 
4. Sensibilidad extrema.  
 
5. Dificultades en la integración a grupo de iguales.  
 
6. Negarse a ir o permanecer en la escuela.  
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7. Físicos, como lo serían moretones, quemaduras, mordeduras, falta de 
pelo, fracturas, laceraciones, raspaduras, heridas visibles.  

 
8. Poca higiene personal, falta de cuidado médico y/o dental, enfermedades 

frecuentes.  
 
9. Incontinencia urinaria.  
 
10. Incontinencia fecal.  
 
11. Tendencia a aislarse.  
 
12. Fugas del hogar.  
 
13. Manifestaciones auto-agresivas de distinto tipo (cortarse, golpearse, 

ponerse en situaciones de riesgo físico).  
 
14. Malestares físicos constantes.  
 
15. Deserción escolar.  
 
16. Cambios en la vestimenta o aspecto.  
 
17. Dificultades para concentrarse en las tareas escolares.  
 
18. Desinterés de las actividades vinculadas al aprendizaje y a la escuela.  
 
19. Evasión de la participación en juegos o actividades grupales.  
 
20. Negativa repentina a participar en actividades físicas. 

 
21. Descenso brusco del rendimiento escolar.  
 
22. Trastornos de sueño, como lo son somnolencia, quedarse dormido en 

clase.  
 
23. Cambios bruscos en su estado de ánimo.  
 
24. Tendencia a quejarse mucho, ser exigente o aislado.  
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f) Indicadores específicos de riesgo de maltrato:  
 

1. Cautela o rechazo al contacto físico con adultos en la escuela.  
 
2. Sometimiento ante pares y adultos.  
 
3. Aprensión ante el llanto de otras niñas, niños o adolescentes.  
 
4. Conductas extremas de agresividad o rechazos con otros niños, niñas, 

adolescentes o personas adultas.  
 
5. Conductas no esperadas o difíciles de comprender para quién observa.  
 
6. Temor manifiesto a sus padres, madres, tutores o adultos en casa.  
 
7. Supuestos golpes o accidentes fortuitos para justificar las marcas en el 

cuerpo.  
 
8. Expresiones o quejas de la actuación en algún episodio escolar.  
 

Es altamente recomendable que el personal del plantel escolar llene el formato de hoja de 
incidencia previsto en el anexo B propuesto en estos Lineamientos, ante la observación de cualquier 
indicador de riesgo, a fin de que conste como antecedente en el expediente personal de la niña, 
niño o adolescente. Asimismo, dicho formato deberá utilizarse también cuando ya se haya activado 
los lineamientos de prevención y actuación y ocurran nuevos hechos, conductas o situaciones 
relevantes, con el propósito de que queden documentados y puedan ser puestos en conocimiento 
de la autoridad investigadora, para lo cual, deberá de hacer de conocimiento a la Dirección Jurídica, 
para que lo comunique a la autoridad investigadora.  
 
La utilización del referido formato de hoja de incidencia no exime al personal del plantel escolar de 
actuar de acuerdo con lo establecido en el Capítulo III de los presentes lineamientos, en aquellos 
casos en los que se sospeche que una situación de violencia ha sido cometida o pudiera estar siendo 
cometida en contra de niñas, niños o adolescentes.  
 

Capítulo III 
De la actuación ante situaciones de violencia 
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3.1. Deber de No Revictimización.  
 
En un trabajo conjunto entre el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) y el 
Ministerio de Educación Pública de Colombia20, se definió que la revictimización es una repetición 
de violencias contra quien ha sido previamente víctima de alguna agresión, aunque sea por omisión. 
Esta se puede dar en el curso de intervenciones institucionales después de la denuncia de alguna 
manifestación de violencia.  
 
Bajo ese contexto y con el fin de salvaguardar la dignidad, los derechos y el bienestar emocional de 
las niñas, niños y adolescentes, el personal escolar debe abstenerse de realizar las siguientes 
acciones al detectar o atender una situación de violencia o riesgo suicida: 
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Todos los agentes educativos deben actuar desde una perspectiva de derechos humanos, género, 
cuidado y respeto, evitando cualquier práctica que perpetúe el trauma o aumente el sufrimiento 
del menor. La escucha activa, el acompañamiento empático y la actuación institucional coordinada 
son esenciales.  
 
La violencia sexual es una problemática grave y persistente que afecta a miles de niñas, niños y 
adolescentes en México, y el estado de Yucatán no es la excepción. En el contexto escolar, donde 
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niñas, niños y adolescentes deberían encontrar un espacio seguro y protector, es indispensable 
reconocer y actuar ante los signos de abuso sexual. Las escuelas no solo cumplen una función 
educativa, sino también una labor esencial en la detección temprana y protección de los derechos 
de la infancia y adolescencia. 
 
Ignorar señales físicas, emocionales, conductuales o escolares de posible abuso sexual no solo 
representa una omisión grave, sino que puede tener consecuencias devastadoras para la vida y el 
bienestar de los menores. Actitudes como minimizar cambios en el comportamiento, regañar a 
niñas, niños y adolescentes por su expresión emocional, o no canalizar adecuadamente los casos 
sospechosos, perpetúan el ciclo de violencia y silencian a quienes más necesitan apoyo.  
 
Es fundamental que el personal educativo identifique los signos de alerta y actúe de forma ética, 
empática y conforme al marco jurídico. La protección de las niñas, niños y adolescentes ante 
cualquier forma de violencia sexual debe ser una prioridad colectiva, y comienza por no caer en 
acciones que revictimizan, invisibilizan o desatienden a quienes están en situación de 
vulnerabilidad; en tal virtud, se relaciona lo siguiente: 
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Asimismo, el maltrato infantil, en sus diversas formas, que son físico, emocional y por negligencia, 
representa una grave violación a los derechos de niñas, niños y adolescentes, que afectan su 
desarrollo integral y bienestar, toda vez que sus consecuencias son profundas y duraderas en la 
salud mental y emocional de las niñas, niños y adolescentes, incrementando significativamente el 
riesgo de trastornos psicológicos, conductas autodestructivas y suicidas. Por ello, prevenir, 
identificar y atender estos casos es una responsabilidad colectiva que demanda sensibilidad, ética y 
un enfoque integral y respetuoso de las particularidades culturales.  
 
El siguiente cuadro sintetiza los principales signos de alerta, acciones indebidas y recomendaciones 
para una actuación equilibrada y eficaz, que considere el contexto cultural sin perder de vista el 
deber de proteger y garantizar la seguridad y dignidad de todas las niñas, niños y adolescentes. 
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3.2. Procedimiento de actuación ante situaciones de violencia.  
 
3.2.1. Paso Uno: Tener conocimiento de una situación violenta.  
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Se refiere al hecho de que cualquier persona que labora en el plantel escolar, toma conciencia de 
una situación de violencia que ha sido cometida o que continúa ocurriendo en perjuicio de la niña, 
niño o adolescente. Este conocimiento puede surgir a través de distintas vías: 
 

I. Por la manifestación directa de la niña, niño o adolescente que relata lo sucedido.  
 
II. Por la expresión de otra persona (familiar, estudiante, compañero o docente).  
 
III. Por la observación directa del hecho violento.  
 
IV. Por la identificación de indicadores de riesgo físicos, emocionales o conductuales.  

 
3.2.2. Paso Dos: Identificar el problema e intervenir.  
 
Para efectos de los presentes Lineamientos, los episodios de violencia se clasificarán en dos 
categorías: 
 

I. Violencia sexual: Es la incitación o la coacción para que una niña, niño o adolescente se 
dedique a cualquier actividad sexual ilegal o psicológicamente perjudicial, a su utilización para la 
producción de imágenes o grabaciones sonoras de abusos sexuales a niñas, niños y adolescentes; la 
prostitución infantil, la esclavitud sexual, la explotación sexual en el turismo y la industria de viajes, 
la trata y venta con fines sexuales y el matrimonio forzado. Muchas niñas, niños y adolescentes 
sufren abusos sexuales que, pese a no mediar la fuerza o la coerción física, son intrusivos, opresivos 
y traumáticos desde el punto de vista psicológico.  

 
II. Otro tipo de violencia: Es la violencia física, la psicológica, el descuido emocional, trato 

negligente, entre otros.  
 

Implica una actuación inmediata por parte del personal con funciones de supervisión o dirección, 
con el apoyo del personal docente y de los agentes educativos. Su objetivo es establecer medidas 
de protección, documentar los hechos y orientar a madres, padres o personas tutoras, con el fin de 
salvaguardar la integridad física y emocional de niñas, niños y adolescentes.  

 
A partir de este momento, se da por iniciada la activación de los Lineamientos de prevención y 
actuación ante situaciones de violencia detectadas o cometidas en contra de niñas, niños y 
adolescentes en los planteles escolares de educación básica del estado de Yucatán.  
 
3.2.3. Paso Tres: Intervención.  
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3.2.3.1. Procedimiento en casos de la detección de algún tipo de violencia contra niñas, niños y 
adolescentes.  
 
En caso de que se presente un caso de violencia sexual o maltrato infantil, el procedimiento a seguir 
será el siguiente: 
 
A. De la actuación de las maestras, maestros y del personal de apoyo y asistencia a la educación 
del plantel escolar.  
 
Las maestras, maestros o el personal de apoyo a la educación que tengan conocimiento de una 
situación de violencia sexual o maltrato infantil cometida en contra de una niña, niño o adolescente, 
deberán cumplir lo siguiente:  
 

I. Proteger de forma inmediata la integridad de la niña, niño o adolescente afectado.  
 
II. Comunicar el caso inmediatamente a la persona que realiza las funciones de dirección en 

el plantel escolar; ante la ausencia o falta de apoyo de esta autoridad, o en el caso de que sea 
señalada como responsable, deberá notificarse la situación a la autoridad del siguiente rango 
jerárquico inmediato superior.  

 
III. Elaborar el reporte de hechos previsto en el anexo C, que servirá para dar a conocer a las 

autoridades competentes la situación de violencia cometida en perjuicio de la niña, niño o 
adolescente.  

 
IV. Dicho reporte de hechos deberá ser entregado inmediatamente a la autoridad que 

realiza las funciones de dirección o a la autoridad del siguiente rango jerárquico inmediato superior, 
y se deberá procurar no recibir ni conservar material sensible.  
 
B. De la actuación del personal con funciones de dirección o de la autoridad de rango jerárquico 
inmediato superior.  
 
En situaciones donde exista una sospecha, indicio o revelación directa sobre violencia 
presuntamente cometida por un docente, personal administrativo o cualquier trabajador del plantel 
educativo, es fundamental actuar con diligencia, responsabilidad y absoluto respeto a los derechos 
humanos, siguiendo el marco jurídico aplicable y los principios de actuación en protección de niñas, 
niños y adolescentes, garantizando su seguridad y bienestar en todo momento, evitar la 
revictimización y respetando el principio de presunción de inocencia respecto de la persona 
señalada, absteniéndose de emitir juicios o realizar confrontaciones.  
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La intervención del personal escolar debe limitarse a la contención emocional, la recopilación de 
datos de contacto y el llenado de los formatos, por lo que se deberá evitar intentar obtener detalles 
forenses del hecho, reservando dicha tarea para los profesionales especializados de la Fiscalía o 
Procuraduría. Lo anterior, también implica que, por ningún motivo, se traslade por cuenta propia a 
instalaciones judiciales ni ministeriales a niñas, niños o adolescentes; en el caso que así lo amerite, 
deberá solicitase el auxilio inmediato de la instancia especializada, ya sea la Unidad Especializada 
para la Prevención de la Violencia Familiar y de Género o la Procuraduría, a fin de garantizar la 
intervención oportuna de la autoridad competente y la protección inmediata de la niña, niño y 
adolescente, en cumplimiento de los principios de seguridad, interés superior de la niñez y la 
actuación diligente.  
 
Tratándose exclusivamente de posibles hechos de violencia cometido por trabajador del plantel 
educativo, y antes de activar los lineamientos ante autoridades externas, el personal directivo del 
plantel o la autoridad de rango jerárquico inmediato superior deberá:  
 

I. Comunicar de manera inmediata la situación a la Dirección del nivel educativo 
correspondiente, preferentemente vía telefónica, y registrar esta comunicación a través de una 
bitácora.  

 
II. Acatar las indicaciones de la Dirección del nivel educativo correspondiente indicadas, 

misma que constará por correo electrónico con copia a la Dirección Jurídica, asegurando que las 
decisiones se tomen de forma coordinada, oportuna y conforme a los lineamientos establecidos.  

 
III. Una vez que se haya notificado a la autoridad educativa inmediata superior, y si se 

corrobora que los hechos podrían configurar una situación de violencia sexual o maltrato infantil 
presuntamente delictiva, cometida por personal del plantel, o por otra persona se deberá continuar 
con las acciones correspondientes, conforme a los pasos establecidos en estos lineamientos, 
informando el personal directivo de todo lo actuado a la autoridad de rango jerárquico superior 
inmediato para coadyuvar en la activación de los lineamientos, redoblando así los esfuerzos.  
 
El personal con funciones de dirección o la autoridad de rango jerárquico superior inmediato, 
deberá cumplir lo siguiente:  
 

I. Al momento de enterarse por parte del personal del plantel escolar de una situación de 
violencia cometida en contra de una niña, niño o adolescente, deberá informar de inmediato, vía 
telefónica o por cualquier medio disponible, a la madre, padre o a quien ejerza la custodia o tutela 
de la niña, niño o adolescente, a efecto de solicitar su presencia inmediata al plantel escolar, para 
comunicarle la situación detectada y orientar sobre los servicios de orientación psicológica y legal 
que proporciona la Procuraduría.  
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En caso que sea la madre, padre de familia o persona tutora del educando, estuviera 
involucrada en el posible caso de violencia, se deberá acudir a la persona mayor de edad que la niña, 
niño o adolescente identifique como parte de su red de apoyo o de confianza.  

 
Bajo el supuesto que exista material multimedia que vulnere los derechos de niñas, niños y 

adolescentes, se deberá comunicar a la madre, padre o tutor, la necesidad de acudir a la Unidad 
Especializada en Delitos Cibernéticos de la Fiscalía General del Estado de Yucatán, con el fin de 
gestionar el retiro del contenido en sitios web o redes sociales.  

 
En caso de ser necesario, y a fin de salvaguardar la integridad de la niña, niño y adolescente, 

podrá solicitar el auxilio de la Unidad Especializada para la Prevención de la Violencia Familiar y de 
Género, para lo cual deberá comunicarse al número único de emergencias 9-1-1.  
 

II. Al recibir el reporte de hechos, elaborado previamente por el personal del plantel escolar, 
deberá elaborar el oficio de intervención previsto en el anexo D, a través del que se hará de 
conocimiento la situación detectada en el plantel a:  

 
a) La Fiscalía General del Estado o a la Fiscalía Investigadora Foránea que 

corresponda y a las oficinas de la Procuraduría o de la delegación de la Procuraduría 
respectiva, conforme al directorio contenido en el anexo J, Si la persona que realizó un 
hecho de violencia es mayor de edad legal o tiene 12 años cumplidos.  

 
b) Las oficinas de la Procuraduría o de la delegación de la Procuraduría respectiva, 

si se trata de una niña o niño menor a los 12 años cumplidos.  
 

III. En todos los casos, el reporte de hechos deberá remitirse en sobre cerrado como anexo 
del documento correspondiente, esto es:  

 
a) Al oficio de intervención, cuando el destinatario sea la Fiscalía o la Procuraduría.  
 
b) Al reporte de actuación, cuando se rinda informe a la Dirección del nivel educativo 

que corresponda y a la Dirección Jurídica.  
 

IV. Para aquellos casos en los que por alguna circunstancia sea imposible presentar 
físicamente el oficio de intervención ante las oficinas de las citadas dependencias estatales, el 
personal con funciones de dirección o la autoridad de rango jerárquico superior inmediato podrá 
enviarlo de manera digital, a través de los correos electrónicos oficiales señalados en el anexo J de 
estos lineamientos. Para esto, es indispensable tomar en cuenta las siguientes consideraciones:  
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a) El remitente deberá contar con una cuenta de correo oficial proporcionada por la 
Secretaría o la Dirección General de Desarrollo Educativo y Gestión Regional.  

 
b) El oficio de intervención, así como el reporte de hechos, debidamente firmados y 

escaneados, deberán ser anexados al correo electrónico oficial que se enviará a las 
autoridades correspondientes.  

 
c) El correo deberá contener una breve exposición del motivo de su envío, y deberá 

contar al final del texto la siguiente leyenda: “La información contenida en este correo y el 
material adjunto son confidenciales y pueden contener datos personales sensibles, es para 
uso exclusivo de la persona o entidad a la que expresamente se le ha enviado. Cualquier 
revisión, almacenamiento, retransmisión, difusión o cualquier otro uso de este correo, por 
personas o entidades distintas a las del destinatario legítimo, queda expresamente 
prohibida. El remitente no asume responsabilidad legal por el uso indebido que personas 
autorizadas o no hagan de este mensaje o sus anexos, de conformidad por lo dispuesto en 
los numerales 3, fracciones IX y X, 7, 66, 67, 132, fracción II, y 136 de la Ley General de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados.”  

 
V. Deberá elaborar el reporte de actuación previsto en el anexo E de estos lineamientos, 

mismo que servirá para hacer de conocimiento de la Dirección del nivel correspondiente de 
educación básica y de la Dirección Jurídica, lo actuado conforme a los puntos anteriores, el cual 
deberá acompañarse de las copias simples de los acuses recibidos por las autoridades competentes, 
con los que se compruebe que se cumplió diligentemente con el procedimiento de actuación.  
 
Adicionalmente, en su caso, el reporte de actuación deberá ser presentado ante las autoridades 
siguientes:  

 
a) Para el caso de que la situación se presente en algún plantel escolar particular 

autorizado o incorporado a la Secretaría, el reporte de actuación deberá ser presentado 
ante el Departamento de Escuelas Particulares dependiente de la Subsecretaría de 
Educación Básica y ante la Dirección Jurídica, ambas de la Secretaría.  

 
b) Para el caso de que la situación se presente en algún centro de formación integral 

y de capacitación laboral sea público o incorporado a la Secretaría, el reporte de actuación 
deberá ser presentado ante la Coordinación General de Desarrollo de Habilidades 
Socioemocionales y a la Dirección Jurídica.  

 
VI. Cuando la persona a la que se le señalan los hechos de violencia sexual es una niña, niño 

o adolescente, se debe:  
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a) Salvaguardar la integridad de la niña, niño o adolescente víctima.  
 
b) Implementar acciones de vigilancia respecto de la niña, niño o adolescente que 

presuntamente ejerció la conducta de violencia sexual.  
 
c) Realizar acuerdos y compromisos establecidos con las madres, padres o personas 

tutoras, conforme al anexo F de estos Lineamientos.  
 

VII. Cuando la persona a la que se le señalen los hechos de violencia sexual sea personal del 
plantel escolar, procederá: 

 
a) Retirar de manera inmediata a la persona servidora pública o trabajadora del 

plantel implicada de sus funciones frente a grupo o de cualquier contacto con niñas, niños 
y adolescentes.  

 
b) Comunicarse de forma inmediata con el enlace jurídico (actualmente asesores 

técnicos o especializados) del nivel educativo al cual pertenece el plantel educativo, a fin de 
informar que se procederá a la activación de los Lineamientos, y que se realizará el citatorio 
a la persona servidora pública o trabajadora del plantel escolar que presuntamente cometió 
la violencia para que acuda las oficinas de la Dirección del nivel correspondiente, para que 
procedan conforme corresponda.  

 
c) Emitir el citatorio para la instrumentación del acta administrativa previsto en el 

anexo G, dirigido a la persona servidora pública o trabajadora del plantel a quien se le 
señalan los hechos. El citatorio deberá elaborarse el mismo día en que se tenga 
conocimiento de los hechos o, en su caso, a más tardar al día hábil siguiente, con el 
propósito de garantizar que la persona citada comparezca ante la autoridad del nivel 
educativo al día siguiente de haberse conocido los hechos. Este procedimiento no aplica a 
personas externas al plantel educativo que prestan servicios.  

 
d) El citatorio deberá entregarse en presencia de dos personas docentes. En caso de 

negativa a recibirlo, se deberá registrar y documentar lo sucedido en el formato previsto en 
el anexo H, de estos lineamientos.  

 
C. De la actuación de las direcciones de los niveles del tipo de Educación Básica, del Departamento 
de Escuelas Particulares y de la Coordinación General de Desarrollo de Habilidades 
Socioemocionales.  
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Las direcciones de los niveles del tipo de educación básica del Departamento de Escuelas 
Particulares y de la Coordinación General de Desarrollo de Habilidades Socioemocionales que tenga 
conocimiento de una situación de violencia sexual o maltrato infantil cometida en contra de una 
niña, niño o adolescente, deberán cumplir lo siguiente:  
 

I. La dirección del nivel correspondiente de educación básica, al recibir el reporte de 
actuación deberá registrar el caso, integrar un expediente y verificar cuál es la relación entre la niña, 
niño o adolescente, y la persona que posiblemente ejerció la conducta de violencia en su contra.  

 
II. Si la persona que ha ejercido la posible situación de violencia en contra de una niña, niño 

o adolescente, forma parte del personal de un plantel escolar, entonces, la Dirección del nivel 
respectivo deberá informar de inmediato a la Dirección Jurídica para determinar, las gestiones que 
sean necesarias para retirar a dicha persona de la atención frente a grupo o del contacto con niñas, 
niños y adolescentes, esto, hasta en tanto las autoridades competentes realizan las investigaciones 
pertinentes. 

 
III. Se procederá a levantar el acta administrativa en conjunto con la Dirección Jurídica, en 

el que el trabajador manifieste lo que a su derecho convenga, así como lo manifestado por los 
testigos de cargo que presente, y se le notificará al presunto responsable sobre la separación 
temporal de sus funciones, a través del formato de notificación de separación temporal de funciones 
previsto en el anexo I de estos lineamientos, o de ser así, del resultado de la intervención, resulte 
que las conductas realizadas son consideradas de índole administrativa, se procederá a levantar el 
acta administrativa por haber incurrido en alguna conducta contraria a lo establecido en el 
Reglamento de las Condiciones Generales de Trabajo de la Secretaría de Educación.  

 
IV. La persona separada de sus funciones con motivo de la aplicación de los presentes 

Lineamientos, cubrirá su jornada laboral en el lugar y en los términos que la autoridad educativa del 
nivel determine.  

 
V. Asimismo, deberá dar vista a la Dirección Jurídica la notificación de la separación temporal 

de funciones o bien, el acta administrativa correspondiente.  
 
VI. Para estos casos, será la Dirección Jurídica de la Secretaría la encargada de determinar 

la reincorporación de funciones, tomando en consideración la determinación que las autoridades 
investigadoras o judiciales concluyan, siendo únicamente válidas las siguientes:  

 
a) La facultad de la autoridad competente de abstenerse de investigar.  
 
b) El no ejercicio de la acción penal.  
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c) El archivo definitivo del caso ante las instancias competentes.  
 
d) El sobreseimiento del asunto.  
 
e) La sentencia absolutoria, o cualquier otra que concluya definitivamente la 

investigación o proceso penal, según la normatividad penal vigente.  
 

El Departamento de Escuelas particulares del tipo de Educación Básica, así como la 
Coordinación General de Desarrollo de Habilidades Socioemocionales, deberán actuar y guiar a los 
planteles escolares particulares y a los centros de formación integral y de capacitación laboral, 
procurando la adopción de las medidas necesarias para salvaguardar la integridad de las niñas, niños 
y adolescentes; realizando, para tal efecto, todas las acciones contempladas dentro de la 
normatividad vigente aplicable para el caso. 

 
D. De las actuaciones de la Dirección Jurídica.  
 
La Dirección Jurídica, a través del Departamento de Derechos Humanos y Prevención de la Violencia 
Escolar que tenga conocimiento de una situación de violencia sexual o maltrato infantil cometida 
en contra de una niña, niño o adolescente, deberán cumplir lo siguiente:  
 

I. Registrar el caso, integrar el expediente y revisar la correcta aplicación del procedimiento 
de actuación establecido en los presentes Lineamientos.  

 
II. Si la persona que ha ejercido la posible situación de violencia en contra de una niña, niño 

o adolescente, forma parte del personal de un plantel escolar, brindará asesoría al nivel educativo 
correspondiente para la activación de los Lineamientos y la realización del acta administrativa.  

 
III. Compartir con la Coordinación para la Prevención de la Violencia en la Educación Básica, 

mediante vía digital el expediente de manera pronta para el seguimiento oportuno.  
 
IV. Dar aviso, en su caso, a la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas y a la 

Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán, así como a cualquier otra entidad 
gubernamental y no gubernamental que se considere necesario.  

 
V. Brindar orientación a los planteles escolares públicos y particulares y a los centros 

educativos en la implementación de medidas complementarias y la adopción de medidas de 
seguimiento que sean necesarias conforme al siguiente paso. Lo anterior, no demerita el 
seguimiento que realice la Coordinación para la Prevención de la Violencia en la Educación Básica 
en los casos de violencia en contra de niñas, niños y adolescentes.  
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VI. Determinar la reincorporación de funciones de la persona que labore en un plantel 
escolar y que sea señalado como presunto responsable de la comisión de una situación de violencia, 
bajo los términos expuestos anteriormente.  
 
E. De las actuaciones de la Coordinación Estatal del Programa de Convivencia Escolar y la 
Coordinación para la Prevención de la Violencia en Educación Básica.  
 
La Coordinación Estatal del Programa de Convivencia Escolar, realizará acciones de prevención con 
el propósito de favorecer el establecimiento de ambientes de convivencia escolar pacífica, inclusiva 
y democrática que coadyuvarán a prevenir situaciones de discriminación y de acoso escolar en 
escuelas públicas de educación básica (preescolar, primaria, secundaria y Centros de Atención 
Múltiple), contribuyendo a la mejora del ambiente escolar y el impulso de la cultura de paz. 
 
Dentro de las acciones de prevención, impartirá pláticas, talleres y capacitación de los Lineamientos 
de Prevención y Actuación, previa solicitud.  
 
La Coordinación para la Prevención de la Violencia en Educación Básica, proporcionará el 
seguimiento en los casos de violencia en contra de niñas, niños y adolescentes, a través de las 
medidas complementarias que se deriven del análisis de cada caso, tomando en consideración los 
niveles de riesgo y atención, las cuales pueden ser intervenciones a través de plataformas digitales 
o visitas a los respectivos planteles educativos, gestión de canalizaciones psicológicas o pláticas; 
cursos o talleres con otras instancias gubernamentales.  
 
La Coordinación para la Prevención de la Violencia en Educación Básica, podrá impartir pláticas y 
capacitaciones de acuerdo a su catálogo y agenda.  
 
3.2.4. Paso Cuatro: Implementar medidas complementarias y seguimiento.  
 
La Dirección del nivel de educación básica correspondiente, el Departamento de Escuelas 
Particulares, la Coordinación General de Desarrollo de Habilidades Socioemocionales, la 
Coordinación para la Prevención de la Violencia en Educación Básica y el personal con funciones de 
dirección de los planteles escolares o la autoridad de rango jerárquico superior inmediato, deberán, 
conjuntamente, establecer las condiciones interinstitucionales necesarias para adoptar medidas 
complementarias en los casos que se consideren necesarios.  
 
Las medidas complementarias y seguimiento a implementar, sean de carácter obligatorio o 
recomendable, son las siguientes de forma enunciativa, no limitativas:  
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I. Cuando el estado de salud de la niña, niño o adolescente amerite atención médica urgente, 
por encontrarse en riesgo su vida o su integridad física, se deberá solicitar apoyo inmediato al 
teléfono de emergencia (9-1-1), a fin de que se brinde la atención necesaria y en su caso, se traslade 
a la niña, niño o adolescente al centro de salud más cercano. Se procederá a comunicar la situación, 
vía telefónica o por cualquier medio disponible a la madre, padre o quien ejerza la custodia o tutela 
de la niña, niño o adolescente, así como a la autoridad de rango jerárquico superior inmediato; se 
dará parte al nivel educativo correspondiente, así como a las autoridades competentes.  

 
II. Vincular a la familia con las instancias que tienen atribuciones para la protección y ayuda 

a víctimas de delitos, como es el caso de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas, la cual 
ofrece medidas de atención encaminadas a dar información, orientación y acompañamiento jurídico 
y psicosocial.  

 
III. A través del personal de apoyo a la educación especializado con que cuenten los planteles 

escolares, podrá brindarse atención psicológica y psicopedagógica a la niña, niño o adolescente que 
haya sufrido o esté sufriendo una situación de violencia. En caso de no contar con dicho personal o 
existir alguna otra circunstancia que lo impida, se podrá canalizar a la niña, niño o adolescente a 
instancias gubernamentales o no gubernamentales que ofrezcan estos servicios, tales como la 
Unidad de Clínica e Investigación Victimológica de la Facultad de Psicología de la Universidad 
Autónoma de Yucatán, el Sistema Integral para el Desarrollo Integral de la Familia, la Secretaría de 
las Mujeres del Estado de Yucatán, Centro Integral de Salud Mental, Centro de Atención Primaria en 
Adicciones, Hospital Psiquiátrico de Yucatán, Centros de Salud, Instituto de la Mujer, Instituto 
Mexicano de Seguridad Social, Centro de Rehabilitación y Educación Especial, Almanova, Centro 
Estatal de Prevención del Delito y Participación Ciudadana, Instituto para la Inclusión de las Personas 
con Discapacidad del Estado de Yucatán, entre otras.  

 
IV. Considerar las recomendaciones emitidas por la Procuraduría.  
 
V. Informar de inmediato a la Dirección Jurídica cualquier hecho, conducta o información 

adicional que resulte relevante para el caso, a fin de que dicha instancia pueda comunicar 
oportunamente a las autoridades competentes los nuevos elementos que correspondan al 
seguimiento del procedimiento. 

 
VI. Atender y dar seguimiento a las recomendaciones emitidas por la Dirección jurídica, 

Coordinación para la Prevención de la Violencia en Educación Básica o la autoridad educativa 
correspondiente.  

 
VII. Recibir o solicitar la resolución de la situación reportada a la Fiscalía.  
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VIII. Coadyuvar con las autoridades competentes cuando estas requieran su intervención a 
fin de dar seguimiento o esclarecer una situación de violencia detectada.  

 
IX. Aplicar las sanciones correspondientes, en caso de confirmarse los hechos de violencia 

cometidos por una persona servidora pública o trabajadora del plantel educativo, o cuando sean 
considerados conductas de índole administrativo.  

 
X. Cuando los hechos de violencia sexual sean confirmados y atribuibles a una niña, niño o 

adolescente, coadyuvar en la construcción de acuerdos entre las familias involucradas y medidas de 
protección, procurando que todo quede asentado por escrito. Las medidas de protección, no podrán 
ser contrarias a las dictadas por las autoridades competentes. 

 
XI. Promover la impartición de talleres o pláticas para abordar las consecuencias negativas 

originadas por la situación de violencia, fomentando la importancia de una convivencia libre de 
violencia o maltrato, ya sea psicológico, físico o cibernético, en los ámbitos familiar, comunitario, 
escolar, institucional y social, entre otras temáticas afines, a través de la Coordinación General de 
Desarrollo de Habilidades Socioemocionales, Coordinación Estatal del Programa de Convivencia 
Escolar y la Coordinación para la Prevención de Educación Básica de la Secretaría, o mediante el 
apoyo de otras instancias gubernamentales y no gubernamentales.  

 
XII. El personal con funciones de dirección o la autoridad de rango jerárquico superior 

inmediato del plantel que haya activado los Lineamientos de Prevención y Actuación, deberá 
informar a la Dirección del nivel educativo correspondiente o al Departamento de Escuelas 
Particulares o, en su caso, a la Coordinación General de Desarrollo de Habilidades Socioemocionales, 
así como a la Dirección Jurídica de la Secretaría y a la Coordinación para la Prevención de Educación 
Básica , aquellos casos en los que alguna niña, niño o adolescente involucrado en una situación de 
violencia, por alguna circunstancia justificada bajo la normatividad legal aplicable, haya sido dado 
de baja de dicho plantel escolar.  
 
3.2.5. Paso Cinco: Medidas de no repetición.  
 
Las medidas de no repetición son acciones orientadas a prevenir la persistencia de conductas de 
violencia sexual y maltrato infantil. Las autoridades educativas locales, municipales y escolares, en 
el ámbito de sus competencias, deberán llevar a cabo las siguientes acciones:  
 

I. Aplicar herramientas que permitan identificar las causas de la violencia y su impacto en la 
comunidad escolar.  
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II. Incorporar en los planes anuales escolares estrategias enfocadas a evitar la repetición de 
casos de violencia.  

 
III. Fortalecer la coordinación interinstitucional para implementar acciones que contribuyan 

a la erradicación de la violencia.  
 
IV. Involucrar de manera planificada, continua y sistemática a toda la comunidad educativa, 

incluyendo a las familias en la prevención de la violencia. La colaboración de todas las personas es 
clave para asegurar que las escuelas y los planteles educativos de educación básica sean espacios 
seguros y libres de violencia. 
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Capítulo IV 
De las responsabilidades 

 
4.1. Obligaciones.  
 

I. Las personas que laboren en los planteles escolares o centros educativos públicos o 
privados, tendrán las siguientes obligaciones:  

 
a) Conocer y seguir las disposiciones contenidas en los presentes Lineamientos, 

actuando de manera diligente cada vez que sea necesario.  
 
b) Identificar y atender de manera oportuna, eficaz y eficiente, a los educandos que 

se encuentren en situaciones de violencia o que estén en riesgo de ubicarse en dichos 
supuestos.  

 
c) Reportar a la autoridad jerárquica inmediata superior, cualquier conducta que 

pueda resultar constitutiva de infracciones o delitos, así como cualquier hallazgo o indicador 
que se observe dentro de la escuela o fuera de esta, asociado a una situación de violencia 
cometida en contra de niñas, niños y adolescentes.  

 
d) Cumplir con lo dispuesto en el Modelo Único de Atención Integral, con 

fundamento en la Ley para la Prevención, Combate y Erradicación de la Violencia en el 
Entorno Escolar en el Estado de Yucatán y su disposición reglamentaria.  

 
e) Atender y dar seguimiento a las recomendaciones e instrucciones dadas por la 

Dirección Jurídica, la Dirección del nivel educativo y la Coordinación para la Prevención de 
Violencia en Educación Básica.  

 
II. El personal con funciones de dirección y el personal con funciones de supervisión, además 

de las obligaciones establecidas anteriormente, tendrán las siguientes:  
 

a) Difundir los presentes Lineamientos en los planteles escolares bajo su cargo.  
 
b) Dirigir y coordinar los esfuerzos de maestras, maestros, trabajadores sociales y 

demás personal de apoyo y asistencia a la educación, alumnas, alumnos, madres y padres 
de familia y tutores para el cumplimiento efectivo de los Lineamientos, promoviendo un 
entorno seguro y libre de violencia.  
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c) Activar los Lineamientos únicamente cuando existan elementos objetivos que lo 
justifiquen, la aplicación debe realizarse con imparcialidad y buena fe, garantizando la 
protección de derechos humanos y laborales de los involucrados, así como lo establecido 
en los presentes lineamientos. 

 
d) Realizar los acuerdos de convivencia que atiendan las necesidades 

correspondientes del plantel educativo, asegurando su revisión periódica, aplicación 
efectiva y conocimiento por parte de toda la comunidad escolar.  

 
e) Implementar las medidas de prevención y medidas de protección a favor de niñas, 

niños y adolescentes dentro del plantel escolar que sean necesarias, para salvaguardar su 
integridad física, psicológica, emocional y social.  

 
f) Integrar expedientes y registros de cada caso, documentando las actuaciones en 

los formatos establecidos en los presentes Lineamientos, resguardando la confidencialidad 
y la cadena de custodia de la información.  

 
g) Realizar los acuerdos con las madres, padres o tutores cuando se presente un 

caso de violencia sexual cometido por una niña, niño o adolescente, priorizando el enfoque 
restaurativo y de protección integral.  

 
h) Ejecutar las medidas de protección que se soliciten al plantel escolar bajo su 

cargo.  
 
i) Acatar las indicaciones que emita la Dirección del nivel educativo correspondiente, 

especialmente en los casos que involucren presunta violencia cometida por personal del 
plantel educativo.  

 
j) Documentar detalladamente cada acción emprendida, incluidos reportes 

verbales, escritos, llamadas realizadas, personas contactadas, medidas implementadas y 
comunicaciones sostenidas, resguardando esta información conforme a los principios de 
confidencialidad y legalidad.  

 
k) Informar a la autoridad del rango jerárquico inmediato superior, las acciones 

emprendidas.  
 
l) Será obligación abstenerse de proporcionar información, documentación o 

atender requerimientos emitidos por la Fiscalía de manera directa. Toda solicitud realizada 
por la autoridad ministerial deberá ser canalizada de forma inmediata y obligatoria a la 
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Dirección del nivel educativo correspondiente y a la Dirección Jurídica, como instancia 
competente para dar respuesta oficial. En caso de recibir llamadas, oficios o visitas por parte 
de la Fiscalía, la persona directora deberá notificarlo de manera inmediata a la Dirección del 
nivel educativo correspondiente y a la Dirección Jurídica y remitir la información solicitada. 
El cumplimiento de esta obligación garantiza el adecuado manejo institucional del caso, la 
protección de los derechos de todas las personas involucradas y la correcta coordinación 
con la autoridad ministerial. 

 
III. Las direcciones de los niveles del tipo de educación básico, el Departamento de Escuelas 

Particulares, la Coordinación General de Desarrollo de Habilidades Socioemocionales, Coordinación 
para la Prevención de la Violencia en Educación Básica y la Dirección Jurídica de la Secretaría, 
tendrán las siguientes obligaciones:  

 
a) Vigilar que el personal de los planteles educativos observe el cumplimiento de los 

presentes Lineamientos.  
 
b) Brindar capacitación al personal que labora en los planteles escolares para tomar 

las medidas que aseguren la protección, el cuidado de las y los educandos, y la 
corresponsabilidad que tienen al estar encargados de su custodia, así como protegerlos 
contra toda forma de maltrato, violencia, perjuicio, daño, agresión, abuso, trata o 
explotación infantil, sexual o laboral.  

 
c) Construir una base de datos que sirvan para conocer la incidencia de casos de 

violencia en contra de niñas, niños y adolescentes.  
 
d) Coordinarse con las instancias con atribuciones de protección de las niñas, niños 

y adolescentes, de los ámbitos federal, estatal y municipal, con las instituciones particulares 
con autorización o reconocimiento de validez oficial de estudios con organismos 
descentralizados, organismos no gubernamentales y asociaciones sin fines de lucro, incluso 
aquellas de carácter internacional, previa autorización de las autoridades competentes.  

 
e) Corresponde a las direcciones de los niveles del tipo de educación básico, de 

manera principal, la orientación necesaria respecto la activación y seguimiento de los 
lineamientos con el apoyo de la Dirección Jurídica.  

 
f) La Dirección del nivel correspondiente deberá levantar el acta administrativa en 

conjunto con la Dirección Jurídica en presencia del trabajador involucrado, sus testigos de 
descargo y, en su caso, con la representación sindical correspondiente, cuando se trate de 
hechos atribuibles a alguna persona trabajadora de esta Secretaría.  
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g) Asimismo, se deberá proceder con la separación temporal de funciones del 
presunto responsable o bien, proceder conforme a la normativa jurídica aplicable, en caso 
de tratarse por ser conductas de carácter administrativo.  

 
4.2. Sanciones por incumplimiento.  
 
La autoridad educativa podrá aplicar las sanciones laborales o administrativas correspondientes, 
bajo la normatividad vigente, en caso de incumplimiento de alguna de las obligaciones previamente 
establecidas, ya sea por acción u omisión del personal que labora en los planteles escolares o 
centros educativos públicos o particulares, ante la atención de situaciones de violencia cometidas 
en perjuicio de niñas, niños y adolescentes.  
 

Capítulo V 
De las responsabilidades de las madres, padres o tutores 

 
5.1. Obligaciones.  
 
La participación activa de madres, padres y personas tutoras es fundamental para garantizar 
entornos escolares seguros, libres de violencia y respetuosos de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes. Las obligaciones en materia de prevención, detección y actuación frente a situaciones 
de violencia en el ámbito educativo son las siguientes:  
 

I. Fomentar un ambiente de respeto y no violencia desde el hogar, promoviendo el diálogo, 
la empatía y la solución pacífica de conflictos.  

 
II. Mantener una comunicación constante y respetuosa con el personal educativo, a fin de 

conocer y colaborar en las acciones que se implementen para prevenir o atender situaciones de 
violencia.  

 
III. Informar a las autoridades educativas los cambios que se presenten en la conducta y 

actitud de las y los educandos.  
 
IV. Informarse y participar en los programas, talleres o actividades de sensibilización que la 

escuela organice en materia de prevención de violencias, derechos de la infancia y cultura de paz.  
 
V. Reportar al plantel educativo cualquier situación de violencia de la que tengan 

conocimiento, ya sea que involucre a sus hijas e hijos o a otros integrantes de la comunidad escolar.  
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VI. Atender las convocatorias de la escuela para el seguimiento de casos de violencia escolar, 
colaborando en la construcción de soluciones con enfoque restaurativo y siempre en interés 
superior de la niñez.  

 
VII. Acudir a los llamados de las autoridades educativas y escolares relacionados con la 

revisión del progreso, desempeño y conducta de sus hijas, hijos o pupilos menores de dieciocho 
años.  

 
VIII. Informar a la autoridad escolar correspondiente sobre cualquier condición, situación 

particular, padecimiento o enfermedad que presenten sus hijas, hijos o pupilos. 
 
IX. Garantizar que las niñas, niños o adolescentes a su cargo reciban apoyo psicológico, 

médico o jurídico, cuando así lo recomiende el personal especializado o lo determinen las 
autoridades competentes.  

 
X. Dar seguimiento y atención oportuna a las observaciones que las autoridades escolares 

competentes manifiesten, en materia de salud, con respecto sus hijas, hijos o pupilos.  
 
XI. Abstenerse de conductas violentas hacia personal docente, administrativo o 

estudiantado, dentro o fuera del plantel, y actuar conforme a los canales institucionales para 
expresar inconformidades.  

 
XII. Respetar y cumplir los Lineamientos en caso de detección, notificación o seguimiento 

de situaciones de violencia, incluyendo la entrega oportuna de documentación requerida o la 
asistencia a entrevistas cuando se les convoque.  

 
XIII. Notificar a las autoridades educativas estatales, según corresponda, sobre los cambios 

que se presenten en tutela o custodia definitiva o provisional de los educandos.  
 
XIV. Reconocer la sexualidad como parte integral de un proyecto de vida saludable.  
 
XV. Identificar los mitos, tabúes y prejuicios sobre sexualidad, así como la educación recibida 

al respecto, y reflexionar sobre las reacciones al hablar de sexualidad con sus hijas e hijos.  
 
XVI. Crear espacios de confianza para conversar de manera abierta e informada con sus hijas 

e hijos sobre temas relacionados con la sexualidad.  
 
XVII. Fomentar en sus hijas e hijos el autocuidado como medida para prevenir la violencia 

sexual.  
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Las obligaciones que correspondan a madres, padres o personas tutoras en el marco de estos 
Lineamientos deberán entenderse en apego a lo dispuesto en la Ley de Educación del Estado de 
Yucatán, así como a las obligaciones propias que establecen los ordenamientos jurídicos aplicables 
en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes. En todo momento, estas obligaciones se 
deberán ejercer con perspectiva de infancia y adolescencia, priorizando el interés superior de las 
niñas, niños y adolescentes, su derecho a una vida libre de violencia, a la educación, al cuidado y a 
la protección integral. 
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Anexo A  
Situaciones de Violencia Establecidas en el Código Penal del Estado de  

Yucatán 
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Anexo B Hoja de incidencias 
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Anexo C 
Reporte de hechos 
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Anexo D Oficio de intervención  
 

NOTA: En caso que el presunto hecho de violencia sexual, sea cometido por menor de 12 años, 
únicamente se dará aviso a PRODENNAY 
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Anexo E 
Reporte de actuación 

 
Nota: Para el caso de escuelas particulares este Reporte irá dirigido al Departamento de Escuelas 
Particulares para el caso de los centros de formación integral y de capacitación laboral será 
dirigido a la Coordinación General de Desarrollo de Habilidades Socioemocionales. 
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Anexo F  
Acuerdos y compromisos  

 
(NOTA: ÚNICAMENTE DEBERÁ LLENARSE CUANDO SE SUCITE UN HECHO DE VIOLENCIA SEXUAL 
COMETIDO POR UNA NNA) 
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Anexo G 
Citatorio a la figura educativa 

 
(NOTA: ÚNICAMENTE CUANDO LA CONDUCTA DE VIOLENCIA PRESUNTAMENTE HAYA SIDO 
REALIZADA POR SERVIDOR PÚBLICO O PERSONAL DEL PLANTEL EDUCATIVO). 
 
EL CITATORIO DEBERÁ SER FIRMADA POR EL SERVIDOR PÚBLICO A QUIEN SE LE CITA, Y DEBERÁ 
RESGUARDARSE COPIA SIMPLE DEL MISMO. 
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Anexo H 
Formato ante negativa de la figura educativa de recibir el citatorio 
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Anexo I 
Notificación de separación temporal de funciones 
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Anexo J 
Directorio 

 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE YUCATÁN.  
 

• Subsecretaría de Educación Básica:    
 

➢ Dirección de Educación Inicial.  
Dirigido a la persona titular de la Dirección Educación Inicial    
Dirección: Avenida Zamná Calle 122 sin número por 63 y 63 A Fraccionamiento 
Yucalpetén. Código Postal 97248.    
Teléfono: (999) 930 30 40, extensión 51567.  
 

➢  Dirección de Educación Preescolar.    
Dirigido a la persona titular de la Dirección Educación Preescolar.    
Dirección: Avenida Zamná Calle 122 sin número por 63 y 63 A Fraccionamiento 
Yucalpetén. Código Postal 97248.    
Teléfono: (999) 930 30 40, extensión 51503.  
 

➢ Dirección de Educación Primaria.    
Dirigido a la persona titular de la Dirección de Educación Primaria.    
Dirección: Calle 84 A número 403 por 39 y 41 Colonia García Ginerés. Código Postal 
97070.    
Teléfono: (999) 930 39 50, extensión 51003.  
 

➢ Dirección de Educación Secundaria.    
Dirigido a la persona titular de la Dirección de Educación Secundaria.    
Dirección: Avenida Zamná, calle 122 sin número por 63 y 63 A del Fraccionamiento 
Yucalpetén. Código Postal 97248.    
Teléfono: (999) 930 30 40 extensión 51415.    

 
➢ Dirección de Educación Especial.    

Dirigido a la persona titular de la Dirección de Educación Especial.    
Dirección: Avenida 122 sin número por 63 y 63 A, Fraccionamiento Yucalpetén. Código 
Postal 97248.  
Teléfono: (999) 930 30 40 extensión 51502.  
 

➢ Dirección de Educación Indígena.    
Dirigido a la persona titular de la Dirección de Educación Indígena.   
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Dirección: Avenida 122 sin número por 63 y 63 A, Fraccionamiento Yucalpetén. Código 
Postal 97248.    
Teléfono: (999) 930 30 40 extensión 51670.    

 
➢ Departamento de Escuelas Particulares.    

Dirigido a la persona titular del Departamento de Escuelas Particulares. 
Dirección: Avenida Zamná, calle 122 sin número por 63 y 63A, fraccionamiento 
Yucalpetén. Código Postal 97248.    
Teléfono: (999) 930 30 40 extensión 51578.  

 
➢ Coordinación General de Desarrollo de Habilidades Socioemocionales.    

Dirigido a la persona titular de la Coordinación General de Desarrollo de Habilidades 
Socioemocionales    
Dirección: Calle 11, sin número, entre calle 4 y 8, Fracc. Prado Norte, Código Postal 97139.    
Teléfono: (999) 930 3950 extensión 56211.  

 
➢ Dirección Jurídica.    

Dirigido a la persona titular de la Dirección Jurídica.    
Dirección: Calle 20 número 101 por 19 y 21 Colonia Yucatán. Código Postal 97050. 
Teléfono (999)920 42 89 y (999)9204290  

 
➢ Departamento de Derechos Humanos y Prevención de la Violencia Escolar.    

Dirección: Calle 20 número 101 por 19 y 21 Colonia Yucatán. Código Postal 97050. 
Teléfono (999)920 42 89 y (999)9204290  

 

• SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA.    
 

• Llamadas de emergencias. 9‐1‐1 (nueve, uno, uno)    
Número único de emergencias en todo el país, atiende las 24 horas del día los 365 días del año.  

 

• Número de Denuncias Anónimas: 0‐8‐9 (cero ocho nueve)    
El 089 atiende las 24 horas del día los 365 días del año denuncias sobre venta de drogas, violencia 
intrafamiliar, secuestro, maltrato, homicidio, robo, violación, pandillerismo, falsificación de 
documentos, armas, explosivos, corrupción, entre otras. No identifica el número del que realiza 
la llamada, ni solicita nombres o datos que pongan en riesgo su integridad.    
 

• Unidad Especializada para la Prevención de la Violencia Familiar y de Género 
(UNIPREV)     
Teléfono: se solicita a través del número de emergencias 9‐1‐1.  
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FISCALIA GENERAL DEL ESTADO (FGE)  
 
Dirigido a la o el titular de la Fiscalía General del Estado.    
Dirección: Kilómetro 46.5, Periférico Poniente Polígono Susulá‐Caucel. Código Postal 97217.    
Teléfono: (999) 930 3250. Extensión 41205.  
(*) Correo electrónico institucional: despacho.fiscal@yucatan.gob.mx  
 

• Unidad Especializada en Delitos Cometidos en contra de Niñas, Niños y Adolescentes   
Dirección: Kilometro 46.5, Periférico Poniente Polígono Susulá‐Caucel. Código Postal 97217. 
Teléfono: (999) 930 3250. Extensión 41355. 
 
Nota: En caso de ser una agencia foránea, dirigirlo a la o el titular de la agencia de la FGE que 
corresponda al municipio. 
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PROCURADURÍA DE PROTECCIÓN DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE YUCATÁN 
(PRODENNAY).  
 
Dirigido a la o el titular de la Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia.    
Dirección: Calle 17 sin número, por 18 y 20. Colonia San José Vergel. Código Postal 97173.    
Teléfono: (999) 980 01 00.   (*) Correo electrónico institucional: 
atencion.temprana@yucatan.gob.mx  
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

mailto:atencion.temprana@yucatan.gob.mx
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SECRETARÍA DE SALUD DEL ESTADO DE YUCATÁN.    
 
Dirigido al titular de la Secretaría de Salud del Estado de Yucatán.    
Dirección: Calle 72 número 463 x 53 y 55, Centro, Mérida, Yuc. Código Postal 97000.    
Teléfono: (999) 930 3050    
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Nota: Para solicitar asistencia médica inmediata, se realiza a través del número de emergencias 
(9‐1‐1).    
 
COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DEL ESTADO DE YUCATÁN (CODHEY).   
 
Dirigido a la persona que preside la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán.   
Con atención al titular de la 1ª Visitaduría Mixta de Grupos en Situación de Vulnerabilidad y de 
Asuntos de la Mujer.    
Dirección: Calle 27 número 72 por 8 y 10 Colonia México, Mérida, Yucatán. Código Postal 97125.    
Teléfonos: (999) 927 22 01 y (999) 927 85 96, extensión 109.  
 
COMISIÓN EJECUTIVA ESTATAL DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS (CEEAV).    
 
Dirigido al titular de la Dirección General de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas.    
Dirección: Calle 145 número 299 por 54 y 64. Edificio “A” Piso 3 Colonia San José Tecoh. Código 
Postal 97298.    
Teléfono: (999) 689 13 85.    
 
CENTRO ESTATAL DE PREVENCIÓN DEL DELITO Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA (CEPREDEY).    
 
Dirigido al titular del Centro Estatal de Prevención del Delito y Participación Ciudadana.    
Dirección: Km 37 periférico poniente. Código Postal 97203.    
Teléfono: 9991 95 22 89, 9999 53 82 65    
 
UNIDAD DE CLÍNICA E INVESTIGACIÓN VICTIMOLÓGICA DE LA FACULTAD DE PSICOLOGÍA.    
 
Dirigido a la persona titular de la dirección de la Facultad de Psicología de la Universidad 
Autónoma de Yucatán.  
Con atención a la Coordinación de la UNIVICT.    
Dirección: Kilómetro 1 carretera Mérida‐Tizimín‐Cholul. Código Postal 97305.    
Teléfono: (999) 943 20 45 extensión 5. Celular de la clínica: (999) 970 32 97. 
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